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    INTRODUCCION


    El Derecho del Trabajo constituye una unidad indisoluble, pues todos sus principios e instituciones tienden a una misma función, que es la regulación armónica y justa de la relaciones entre el capital y el trabajo.


    El 18 de agosto de 1931 se expidió la primera Ley Federal del Trabajo (LFT), que estableció en un solo ordenamiento legal todas las normas sustantivas y adjetivas del trabajo, destacando su función equilibradora entre los factores de la producción y armonizando los derechos del trabajo con los del capital.


    Posteriormente, en el Diario Oficial de la Federación (DOF) del 1o. de abril de 1970 se publicó una nueva LFT, la cual trajo una serie de ventajas para los trabajadores en el orden individual, entre las que destacan una total confirmación del sentido organizado en el orden colectivo, el reconocimiento de los trabajos especiales, la ratificación de la representación tripartita en materia administrativa (salarios mínimos y participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa) y, además, se concentraron en una sola audiencia las etapas de conciliación, demanda y excepciones, así como el ofrecimiento y admisión de pruebas.


    Con el transcurso de los años, estas conquistas laborales fueron fortaleciéndose con algunas reformas más, como la ocurrida durante el gobierno de Miguel de la Madrid, cuando el país fue avasallado por crisis recurrentes; durantes este periodo, y con el fin de garantizar un ingreso mínimo a los trabajadores acorde con la zona económica de trabajo, se establecieron salarios mínimos especiales que se transformaron en zonas geográficas.


    A principios de 1996 se comenzó a difundir la llamada “nueva cultura laboral”, en la cual la productividad y la competencia se impusieron a la justicia social y a la consolidación del diálogo y la concertación; este hecho dio la pauta para que en 2012 se estructurara la iniciativa de reforma preferente propuesta por el presidente de México, Felipe Calderón Hinojosa, ante la Cámara de Diputados, casi de manera simultánea con su sexto y último informe de gobierno.


    Así, tras diversos ajustes legislativos, el 13 de noviembre de 2012 el Congreso de la Unión aprobó la reforma laboral, la envió al Ejecutivo Federal para su promulgación, y fue publicada en el DOF el 30 de noviembre del mismo año.


    La inspiración de la reforma a la Ley Federal del Trabajo se debe a los cambios globales en la economía y la sociedad, en la que todos los actores productivos y sociales en México han atravesado por un proceso de ajuste importante, ya que las formas de producir y de organizar el trabajo han cambiado, al tiempo que la planta productiva ha tenido adaptaciones importantes que no habían sido consideradas en la normatividad laboral vigente, y ya que muchos aspectos de la realidad eran diferentes, fue necesario actualizar muchas partes de la legislación laboral, a fin de adecuarlas a las condiciones económicas, sociales y humanas que actualmente caracterizan a México; de dichos cambios destacan las modalidades de contratación, la actualización de las sanciones conforme al salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, la regulación de la subcontratación de personal u outsourcing, entre otros.


    Así, al aplicar las adiciones, modificaciones y derogaciones, se acordó guardar el orden y la correcta comprensión de las disposiciones contenidas en la legislación laboral, por lo que se conservó la clasificación por títulos y capítulos que abarca todas las partes en que se compone el Derecho del Trabajo.


    Así, el Título I contiene los principios generales.


    El Título II se ocupa de las relaciones individuales de trabajo y comprende las normas que reglamentan su duración, suspensión, rescisión y terminación.


    El Título III aborda de manera directa las condiciones generales del trabajo y las normas protectoras y privilegios del salario.


    El Título IV está dedicado a los derechos y obligaciones de los trabajadores y de los patrones, destinando un capítulo específico para la productividad, formación y capacitación de los trabajadores, y otro capítulo más para la regulación de los derechos de preferencia, antigüedad y ascenso.


    En los títulos V y V-Bis se regulan los derechos de las mujeres y de los menores.


    El Título VI desmenuza los trabajos especiales.


    El Título VII regula las relaciones colectivas de trabajo y está integrado por ocho capítulos dedicados a la coalición, sindicatos, contratación colectiva, contrato ley, reglamento interior de trabajo, modificación, suspensión y terminación colectiva de las condiciones de trabajo.


    El Título VIII abunda sobre las huelgas, objetivos y procedimientos.


    El Título IX está consagrado a los riesgos de trabajo. Es indudable que esta reglamentación pertenece a los derechos de la seguridad social, pero se incluyó desde el proyecto de 1931, tomando en cuenta, por una parte, que la Ley del Seguro Social aún no se extendía a todos los trabajadores de la República y, siendo ésta una legislación protectora de los derechos de los trabajadores, se decidió incluir las disposiciones relativas con un carácter provisional, permitiendo que con el transcurso de los años la protección social se extendiera a todos los trabajadores, relevando así a los patrones, en términos de lo que señala la Ley del Seguro Social, del cumplimiento de las obligaciones que sobre responsabilidad por esta clase de riesgos establece la LFT; no obstante, las disposiciones de este título han resistido los embates de las reformas de 1970 y la más reciente de 2012.


    El Título X se refiere a la prescripción de las acciones de trabajo.


    El Título XI tiene como materia las autoridades del trabajo y servicios sociales que son los órganos federales destinados específicamente a la vigilancia, cumplimiento y aplicación de las normas de trabajo, destinando un capítulo a la competencia constitucional.


    En el Título XII se analiza la estructura y el personal jurídico de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, conocidas también como tribunales del trabajo.


    El Título XIII está dedicado a los representantes de los trabajadores y de los patrones.


    El Título XIV comprende el derecho procesal del trabajo que regula la capacidad, personalidad y legitimación, las competencias, los impedimentos y las excusas, así como la actuación de la Juntas, entre otros temas en materia procesal.


    Por su parte, el Título XV alude a los procedimientos de ejecución, que incluyen el embargo, los remates, los procedimientos de las tercerías y preferencias de créditos, así como los procedimientos paraprocesales o voluntarios.


    Finalmente, el Título XVI es relativo a las responsabilidades y sanciones, y se determinan los casos de responsabilidad de las autoridades, de los patrones, y las sanciones aplicables.


    En esta obra se analizan y comentan los preceptos de la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del artículo 123, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos, y se fundamentan los comentarios con tesis y jurisprudencias emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicaciones de la Organización Internacional del Trabajo, disposiciones emitidas por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, así como diversos trabajos de investigación.


    Se destacan, de manera especial, los cambios que impactaron la legislación laboral vigente, tales como las nuevas modalidades de contratación, la seguridad jurídica para los mexicanos que van a laborar en el extranjero, la tipificación como delito del trabajo de menores de 15 años fuera del círculo familiar, así como el Decreto de reformas, publicado en el DOF el 12 de junio de 2015 para elevar a 15 años la edad mínima de los menores para poder trabajar de manera subordinada, la prohibición expresa de la discriminación laboral por cuestiones de género, la prohibición de los actos de hostigamiento o acoso sexual, el pago por medios electrónicos, la emisión de los nuevos ordenamientos: Reglamento General de Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones, Reglamento Federal de Seguridad y Salud en el Trabajo y Reglamento de los artículos 121 y 122 de la Ley Federal del Trabajo, y muchos temas más, que sin duda propiciaron un avance importante en la relaciones de trabajo en México; sólo se espera que no tengan que transcurrir otras cuatro décadas para que se actualicen algunos preceptos más que todavía se quedaron en el tintero.


    Nota importante:


    De acuerdo con el tercero transitorio del Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el DOF el 27/I/2016, a la fecha de entrada en vigor de este decreto (28/I/2016), todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, así como en cualquier disposición jurídica que emane de éstas, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización (UMA), la cual será equivalente al valor que tenga el salario mínimo general diario en todo el país a la fecha de entrada en vigor del decreto de referencia.


    Sin perjuicio de lo anterior, el cuarto transitorio del decreto en comento indica que el Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones que correspondan en las leyes y ordenamientos de su competencia en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor del decreto referido, a efecto de eliminar las referencias al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia, y sustituirlas por las relativas a la UMA.

  


  
    TITULO I

    Principios Generales


    CAPITULO I


    Disposiciones Fundamentales


    Ambito de aplicación de la Ley


    1o.- La presente Ley es de observancia general en toda la República y rige las relaciones de trabajo comprendidas en el artículo 123, apartado A, de la Constitución.


    Comentario:


    La Ley Federal del Trabajo es de orden federal y regula las relaciones de trabajo estipuladas en el apartado A del artículo 123 de la CPEUM; esto es, entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y, de una manera general, todo contrato de trabajo.


    Por su parte, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado reglamenta las relaciones laborales previstas en el apartado B del artículo 123 de la CPEUM; es decir, de los Poderes de la Unión, del Gobierno del Distrito Federal y de los Estados de la República con sus trabajadores.


    En las relaciones laborales de los trabajadores al servicio de organismos descentralizados, tales como Aeropuertos y Servicios Auxiliares (ASA), Archivo General de la Nación, Aseguradora Hidalgo, SA, Banco de México, Banco Nacional de Comercio Exterior (BANCOMEXT), Casa de Moneda de México, Cineteca Nacional, entre otros, se rigen por el apartado A del artículo 123 Constitucional y la Ley Federal del Trabajo, por lo que la competencia para resolver los conflictos respectivos corresponde a las Juntas de Conciliación y Arbitraje.


    Así lo confirma la tesis de jurisprudencia 2a./J. 180/2012 (10a.) emitida por la Segunda Sala de la SCJN que a continuación se cita:


    ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. LAS RELACIONES LABORALES CON SUS TRABAJADORES SE RIGEN POR EL APARTADO A DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL Y LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, POR LO QUE LA COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS CONFLICTOS RESPECTIVOS CORRESPONDE A LAS JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE. De los artículos 73, fracción X, 116, fracción VI y 123, apartado A, fracción XXXI, inciso b), punto 1, y apartado B (en su encabezado), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que las relaciones laborales de los Poderes de la Unión, del Gobierno del Distrito Federal y de los Estados de la República con sus trabajadores deben regularse a través de las leyes en materia laboral que se expidan dentro de su ámbito competencial las cuales están sujetas a las bases establecidas por el apartado B del aludido artículo 123; en tanto que las relaciones laborales de los organismos descentralizados con sus trabajadores deben regirse por el apartado A del referido precepto y por la Ley Federal del Trabajo, en razón de que dichos organismos tienen personalidad jurídica propia, es decir, están descentralizados, y es ese carácter distintivo el que define un tratamiento diferente para esos efectos por mandato constitucional, aunque se ubiquen dentro de la administración pública paraestatal encabezada por el titular del Poder Ejecutivo, no se trate propiamente de empresas o no persigan fines lucrativos e independientemente de lo que establezcan al respecto otros ordenamientos secundarios. En consecuencia, los conflictos laborales entre dichos organismos y sus trabajadores son competencia de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, conforme a la normativa que rige sus relaciones laborales.


    Tesis de jurisprudencia 180/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de noviembre de 2012.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XVI, enero de 2013, tomo 2, página 734.


    Amparo en revisión 783/2011. 13 de junio de 2012. Mayoría de cuatro votos.


    Amparo en revisión 164/2012. 13 de junio de 2012. Mayoría de cuatro votos.


    Amparo en revisión 365/2012. 24 de octubre de 2012. Mayoría de cuatro votos.


    Amparo en revisión 372/2012. 24 de octubre de 2012. Mayoría de cuatro votos.


    Amparo en revisión 389/2012. 24 de octubre de 2012. Mayoría de cuatro votos.


    Propósitos de las normas de trabajo y el concepto de trabajo digno o decente


    2o.- Las normas del trabajo tienden a conseguir el equilibrio entre los factores de la producción y la justicia social, así como propiciar el trabajo digno o decente en todas las relaciones laborales.


    Se entiende por trabajo digno o decente aquel en el que se respeta plenamente la dignidad humana del trabajador; no existe discriminación por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, religión, condición migratoria, opiniones, preferencias sexuales o estado civil; se tiene acceso a la seguridad social y se percibe un salario remunerador; se recibe capacitación continua para el incremento de la productividad con beneficios compartidos, y se cuenta con condiciones óptimas de seguridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo.


    El trabajo digno o decente también incluye el respeto irrestricto a los derechos colectivos de los trabajadores, tales como la libertad de asociación, autonomía, el derecho de huelga y de contratación colectiva.


    Se tutela la igualdad sustantiva o de hecho de trabajadores y trabajadoras frente al patrón.


    La igualdad sustantiva es la que se logra eliminando la discriminación contra las mujeres que menoscaba o anula el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y las libertades fundamentales en el ámbito laboral. Supone el acceso a las mismas oportunidades, considerando las diferencias biológicas, sociales y culturales de mujeres y hombres.


    Comentario:


    Las normas del trabajo son las que se aplican al trato dado a los trabajadores. Esta expresión es muy amplia y abarca desde el empleo de mano de obra infantil y los trabajos forzados hasta el derecho a establecer sindicatos e ir a la huelga, los salarios mínimos, las prestaciones y derechos, además de las obligaciones, las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, así como la jornada laboral.


    El concepto de trabajo digno tiene su origen en el artículo 123, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) al establecerse lo siguiente:


    “Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la Ley. El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:


    A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo contrato de trabajo.”


    Respecto al trabajo decente, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) lo resume como las aspiraciones de los trabajadores durante su vida laboral. Significa contar con oportunidades de un trabajo que sea productivo y que produzca un ingreso digno, seguridad en el lugar de trabajo y protección social para las familias, mejores perspectivas de desarrollo personal e integración a la sociedad, libertad para que la gente exprese sus opiniones, organización y participación en las decisiones que afectan sus vidas, e igualdad de oportunidad y trato para todas las mujeres y hombres.


    La OIT ofrece apoyo a través de programas nacionales de trabajo decente desarrollados en colaboración con sus mandantes. La puesta en práctica del programa de trabajo decente se logra a través de la aplicación de los cuatro objetivos estratégicos establecidos por la OIT, los cuales, a su vez, persiguen la igualdad de género.


    Los cuatro objetivos estratégicos son los siguientes:


    1. Creación de trabajo.


    2. Garantía de los derechos de los trabajadores.


    3. Extensión de la protección social.


    4. Promover el dialogo social.


    Así, el trabajo digno o decente, como objetivo permanente a perseguir, constituye la vía más segura y eficaz para que las próximas generaciones de mexicanos vivan en una sociedad más justa y más próspera, por lo que la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) debe promover e impulsar los cuatro objetivos estratégicos y no sólo las fuentes formales de empleo.


    En este sentido, la STPS, durante 2013, estableció convenios de colaboración con los diferentes estados de la República Mexicana para promover la coordinación de esfuerzos a favor del trabajo decente, la inclusión laboral y el respeto a los derechos humanos de las y los trabajadores. Así, desde septiembre de 2014, la dependencia realiza inspecciones a los centros de trabajo para inducir a los patrones al establecimiento de las condiciones para otorgar trabajo digno o decente a todo su personal.


    Las inspecciones se enfocan a verificar el respeto a la dignidad humana de las y los trabajadores, la no discriminación, el acceso a la seguridad social (independientemente de la forma de contratación), el salario remunerador, la capacitación continua para incrementar la productividad con beneficios compartidos, así como las condiciones de seguridad y salud para prevenir riesgos de trabajo.


    Durante dicho proceso no se consideran sanciones, pero se otorga un plazo para que el patrón aplique las medidas correctivas. Transcurrido el plazo y ante la inobservancia patronal, la dependencia, atendiendo a sus facultades, reprograma de inmediato otra inspección extraordinaria en materia de seguridad y salud, capacitación y adiestramiento y condiciones generales de trabajo, a efecto de verificar que el centro de trabajo esté cumpliendo con la normatividad laboral, en dicha inspección sí se imponen sanciones a los patrones infractores.


    Al respecto, es importante considerar que en el DOF del 13 de noviembre de 2014, la STPS publicó el nuevo Reglamento Federal de Seguridad y Salud en el Trabajo (RFSST) para entrar en vigor tres meses posteriores a su publicación en el DOF; esto es, el 13 de febrero de 2015.


    En el título noveno de dicho RFSST se prevén las sanciones administrativas que podrá imponer la STPS por la violación a los preceptos en materia de seguridad y salud en el trabajo y su respectiva capacitación. Conviene mencionar que las sanciones ya se establecen en veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal (SMG).


    Calidad del trabajo


    3o.- El trabajo es un derecho y un deber sociales. No es artículo de comercio.


    No podrán establecerse condiciones que impliquen discriminación entre los trabajadores por motivo de origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, religión, condición migratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otro que atente contra la dignidad humana.


    No se considerarán discriminatorias las distinciones, exclusiones o preferencias que se sustenten en las calificaciones particulares que exija una labor determinada.


    Es de interés social promover y vigilar la capacitación, el adiestramiento, la formación para y en el trabajo, la certificación de competencias laborales, la productividad y la calidad en el trabajo, la sustentabilidad ambiental, así como los beneficios que éstas deban generar tanto a los trabajadores como a los patrones.


    Comentario:


    Un principio doctrinal que ha permanecido en la Ley Federal del Trabajo desde 1970 es el que dispone que el trabajo no es una mercancía, por lo que se debe respetar la libertad y la dignidad de quien lo presta; pero, además, con las reformas publicadas en el DOF el 30 de noviembre de 2012 se intenta ponderar la calidad del trabajo al adicionar un último párrafo al artículo 3o. para establecer como deber social la promoción y vigilancia de la capacitación, el adiestramiento, la certificación de competencias laborales con la finalidad de impulsar la multihabilidad de los trabajadores, a efecto de que se involucren en otras actividades de su entorno laboral, lo cual les permitirá su desarrollo y, en consecuencia, el ajuste salarial respectivo.


    Respecto a la no discriminación, la Organización Internacional del Trabajo ha sostenido como derecho humano fundamental y esencial el que los trabajadores elijan su trabajo libremente, desarrollen plenamente su potencial y cosechen recompensas económicas con base en sus méritos. La existencia de igualdad en el lugar de trabajo también conlleva beneficios económicos significativos. Los empleadores que practican la igualdad tienen acceso a una mano de obra más extensa y diversificada. Los trabajadores que gozan de igualdad tienen un mayor acceso a la formación, a menudo perciben salarios más elevados y mejoran la calidad general de la mano de obra.


    En este sentido, el Octavo Tribunal Colegiado en materia civil del Primer Circuito emitió la tesis aislada 8o.C.41 K (9a.) para establecer la prohibición de cualquier distinción motivada, entre otras, por razones de género y edad, condición social, religión o cualquier otra análoga que atente contra la dignidad y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.


    IGUALDAD Y NO DISCRIMINACION, PRINCIPIO DE. SU VIOLACION POR LOS PARTICULARES. El derecho de no discriminación que consagra el tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos proscribe cualquier distinción motivada, entre otras, por razones de género y edad, condición social, religión o cualquiera otra análoga que atente contra la dignidad y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. Al respecto, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, reglamentaria del tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Federal, en su artículo 4o. establece que para efectos de esa ley se entenderá por discriminación toda distinción, exclusión o restricción que, basada en el origen étnico o nacional, sexo, discapacidad, condición social o económica, condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas. No puede, pues, existir discriminación alguna por razones étnicas o de nacionalidad, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, etc., que atente contra la dignidad, cuyo valor superior reconoce la Constitución, junto con los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, siendo entonces que hay una dignidad que debe ser respetada en todo caso, constituyéndose como un derecho fundamental. Ahora bien, este principio de no discriminación rige no sólo para las autoridades sino también para los particulares, pues lo contrario sería tanto como subordinar la supremacía constitucional a los deseos o actos de los particulares. Así, estos últimos tienen el deber de abstenerse de cualquier actuación que vulnere la Constitución, lo que no implica necesariamente que realicen conductas positivas, pero sí están obligados a respetar los derechos de no discriminación y de igualdad real de oportunidades. Poniendo el principio de no discriminación en relación con otros derechos, es posible ilustrar la forma en que se puede aplicar a las relaciones entre particulares: verbigracia, en principio los empleadores no podrán lícitamente distinguir entre sus trabajadores con base en alguno de los criterios prohibidos por la Constitución; tampoco lo podrán hacer quienes ofrezcan un servicio al público (ejemplo, negando la entrada a un estacionamiento público a una persona por motivos de raza) o quienes hagan una oferta pública para contratar (ejemplo, quienes ofrezcan en renta una vivienda no podrán negarse lícitamente a alquilarla a un extranjero). Lo anterior significa que la prohibición de no discriminar puede traducirse en una limitación a la autonomía de la voluntad, o autonomía de las partes para contratar, misma que debe ceder siempre que esté en juego la dignidad de la persona, de suerte que si mediante el pretexto de la autonomía de la voluntad se pretende cubrir una ofensa manifiesta, humillante, anuladora de la dignidad, los derechos fundamentales deben entrar en acción para reparar la violación; criterio aplicable en un caso en que se reclama indemnización por daño moral, derivado de la conducta discriminatoria atribuida a un particular.


    Tesis aislada I.8o.C.41 K (9a.) del Octavo Tribunal Colegiado en materia civil del Primer Circuito.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro III, diciembre de 2011, tomo 5, página 3771.


    Amparo directo 617/2009. 10 de febrero de 2010. Mayoría de votos.


    Hostigamiento y acoso sexual. Conceptos


    3o-Bis.- Para efectos de esta Ley se entiende por:


    a) Hostigamiento, el ejercicio del poder en una relación de subordinación real de la víctima frente al agresor en el ámbito laboral, que se expresa en conductas verbales, físicas o ambas; y


    b) Acoso sexual, una forma de violencia en la que, si bien no existe la subordinación, hay un ejercicio abusivo del poder que conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.


    Comentario:


    Previo a la reforma a la LFT, estas conductas sólo podían demandarse por la vía civil, ahora pueden demostrarse en el ámbito laboral.


    El objetivo es prohibir en los centros de trabajo la realización de actos de hostigamiento o acoso sexual, castigar a quienes permitan o toleren tales conductas y considerarlas como causales de rescisión de la relación de trabajo por ambas partes (patrón-trabajador). Así lo prevén los artículos 47, fracción VIII y 51, fracción II, 133 XII, 133 XIII y 135 XI de la LFT.


    Con base en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, las diferencias entre hostigamiento y acoso sexual son las siguientes:


    [image: ]


    Para la Procuraduría General de la República (PGR) tanto el hostigamiento como el acoso son formas de violencia de género, se trata de una conducta de naturaleza sexual no recíproca que afecta la dignidad de mujeres y hombres y crean un ambiente de trabajo intimidatorio, hostil o humillante para quien las recibe y hasta para terceras personas.


    Conductas que pueden constituir hostigamiento y acoso sexual:


    1. Imágenes de naturaleza sexual u otras imágenes que la o lo incomoden en carteles, calendarios, pantallas de computadoras.


    2. Piropos o comentarios no deseados acerca de su apariencia.


    3. Miradas morbosas o gestos sugestivos que la o lo molesten.


    4. Burlas, bromas, comentarios o preguntas incómodas sobre su vida sexual o amorosa.


    5. Presión para aceptar invitaciones a encuentros o citas no deseadas fuera de su lugar de trabajo.


    6. Cartas, llamadas telefónicas o mensajes de naturaleza sexual no deseados.


    7. Amenazas que afecten negativamente su situación laboral si no acepta las invitaciones o propuestas sexuales.


    8. Exigencia de realizar actividades que no competen a sus labores u otras medidas disciplinarias por rechazar proposiciones sexuales.


    9. Roces, contacto físico no deseado.


    10. Presión para tener relaciones sexuales.


    Garantía de libertad de trabajo


    4o.- No se podrá impedir el trabajo a ninguna persona ni que se dedique a la profesión, industria o comercio que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de estos derechos sólo podrá vedarse por resolución de la autoridad competente cuando se ataquen los derechos de tercero o se ofendan los de la sociedad:


    I. Se atacan los derechos de tercero en los casos previstos en las leyes y en los siguientes:


    a) Cuando se trate de sustituir o se sustituya definitivamente a un trabajador que reclame la reinstalación en su empleo sin haberse resuelto el caso por la Junta de Conciliación y Arbitraje.


    LFT 48.


    b) Cuando se niegue el derecho de ocupar su mismo puesto a un trabajador que haya estado separado de sus labores por causa de enfermedad o de fuerza mayor, o con permiso, al presentarse nuevamente a sus labores; y


    CPEUM 5o.


    II. Se ofenden los derechos de la sociedad en los casos previstos en las leyes y en los siguientes:


    a) Cuando declarada una huelga en los términos que establece esta Ley, se trate de substituir o se substituya a los huelguistas en el trabajo que desempeñan, sin haberse resuelto el conflicto motivo de la huelga, salvo lo que dispone el artículo 468;


    b) Cuando declarada una huelga en iguales términos de licitud por la mayoría de los trabajadores de una empresa, la minoría pretenda reanudar sus labores o siga trabajando.


    Comentario:


    El artículo 5o. de la CPEUM consagra el derecho de los mexicanos a dedicarse a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siempre que sean lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial. De ahí que el artículo 4o. de la LFT en comento señale los casos en los que se considera el ataque a los derechos de terceros y la ofensa a los derechos de la sociedad.


    Nulidad de las estipulaciones en los contratos de trabajo que son contrarias a la LFT


    5o.- Las disposiciones de esta Ley son de orden público, por lo que no producirá efecto legal, ni impedirá el goce y el ejercicio de los derechos, sea escrita o verbal, la estipulación que establezca:


    I. Trabajos para menores de quince años;


    II. Una jornada mayor que la permitida por esta Ley;


    III. Una jornada inhumana por lo notoriamente excesiva, dada la índole del trabajo, a juicio de la Junta de Conciliación y Arbitraje;


    IV. Horas extraordinarias de trabajo para los menores de dieciocho años;


    V. Un salario inferior al mínimo;


    VI. Un salario que no sea remunerador, a juicio de la Junta de Conciliación y Arbitraje;


    VII. Un plazo mayor de una semana para el pago de los salarios a los obreros y a los trabajadores del campo;


    VIII. Un lugar de recreo, fonda, cantina, café, taberna o tienda, para efectuar el pago de los salarios, siempre que no se trate de trabajadores de esos establecimientos;


    IX. La obligación directa o indirecta para obtener artículos de consumo en tienda o lugar determinado;


    X. La facultad del patrón de retener el salario por concepto de multa;


    XI. Un salario menor que el que se pague a otro trabajador en la misma empresa o establecimiento por trabajo de igual eficiencia, en la misma clase de trabajo o igual jornada, por consideración de edad, sexo o nacionalidad;


    XII. Trabajo nocturno industrial, o el trabajo después de las veintidós horas, para menores de dieciséis años; y


    XIII. Renuncia por parte del trabajador de cualquiera de los derechos o prerrogativas consignados en las normas de trabajo.


    En todos estos casos se entenderá que rigen la ley o las normas supletorias en lugar de las cláusulas nulas.


    Comentario:


    La renuncia al trabajo no implica la renuncia a los derechos.


    El trabajador no puede renunciar válidamente -antes o después de su adquisición- a los derechos reconocidos por disposiciones legales de derecho necesario (salario, descansos semanales, vacaciones y días festivos, derecho de sindicación, derecho de huelga, de no discriminación...) ni a los reconocidos como derechos indisponibles (si no se dice que es un derecho disponible debe entenderse indisponible) mediante convenio colectivo. Tampoco es posible renunciar por el trabajador a los derechos reconocidos mediante sentencia firme.


    En efecto, el artículo 123, apartado A, fracción XXVII, de la CPEUM prevé que serán condiciones nulas y no obligarán a los contrayentes, aunque se expresen en el contrato, cuando éstas contravengan lo citado en la propia Carta Magna.


    Por ejemplo, la fracción III del artículo 5o. en comento estipula que no producirá efectos legales la jornada inhumana de trabajo y determina la obligación de la Junta de Conciliación y Arbitraje de analizar, cuando así se lo demanden los trabajadores o se lo comunique la Dirección de Inspección del Trabajo si una jornada de trabajo es notoriamente excesiva que deba considerarse inhumana.


    Las consecuencias de una jornada inhumana impactan directamente la integridad y salud emocional del individuo, así lo afirman científicos del Instituto Finlandés de Salud Ocupacional, junto con sus colegas del University College de Londres, después de analizar el horario de los empleados británicos.


    Al estudiar el modo de vida de más de 2,000 empleados de entre 35 y 55 años, los investigadores demostraron que una jornada laboral de 12 o más horas influye directamente en el estado psíquico de las personas que carecen del descanso necesario, aumentando las posibilidades entre un 2.3 y un 2.5% de desarrollar episodios depresivos y de ansiedad.


    Los especialistas afirman que un día laboral saludable dura de siete a ocho horas. Según la Organización Mundial de la Salud (OMS) los episodios depresivos de los trabajadores pueden ser el origen principal de las bajas laborales en 2030.


    En su momento, Mario de la Cueva, señaló lo siguiente: “solo es de desearse que, en el futuro, la Inspección del Trabajo evite, mediante cuidadosa vigilancia, este servicio extraordinario, que en realidad, está destruyendo el principio de la jornada de ocho horas” y cuando se admite y fomenta la destrucción de principios cuya vigencia no se discute, se está atentando no sólo contra la LFT y contra la sociedad, sino también contra el hombre, en su condición de persona humana.


    Ahora bien, con fecha 12 de junio de 2015 se publicó en el DOF el Decreto por el que se reformaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en materia de trabajo de menores.


    Dichas reformas están basadas en el mandato supremo previsto en el artículo 123, apartado A, fracción III de la CPEUM, el cual fue reformado el 17 de junio de 2014 con el objetivo de establecer como edad mínima de admisión al empleo la de 15 años.


    De tal manera que del precepto 5o. en comento, se reformaron las fracciones I y IV para establecer que no producirá efecto legal alguno ni impedirá el goce y el ejercicio de los derechos de los menores de 15 años y de los menores de 18 años en jornada extraordinaria.


    Leyes y tratados aplicables en materia de trabajo


    6o.- Las leyes respectivas y los tratados celebrados y aprobados en los términos del artículo 133 de la constitución serán aplicables a las relaciones de trabajo en todo lo que beneficien al trabajador, a partir de la fecha de la vigencia.


    Comentario:


    En general, se entiende por tratados o convenciones, las estipulaciones formales entre las personas internacionales; esto es, dos naciones soberanas o por una nación y una organización internacional, por las cuales se crean, extinguen o modifican relaciones jurídicas.


    Los tratados pueden ser bilaterales, pero también multilaterales, como sucede con las convenciones de derecho del mar, la de los derechos humanos o las que regulan los privilegios e inmunidades diplomáticas. Los tratados multilaterales constituyen la base para la formación de organizaciones internacionales y la determinación de sus funciones y potestades. Un ejemplo es la Organización Internacional del Trabajo.


    En la actualidad, los tratados internacionales constituyen la fuente más importante del Derecho Internacional Público y de alguna manera han relegado a la costumbre a un segundo plano, sólo hay que percatarse del extraordinario caudal de tratados firmados para normar los más variados aspectos de las relaciones internacionales.


    En el ámbito laboral, México ha firmado, con aprobación del Senado de la República, un sinnúmero de convenios como los relacionados con la indemnización por accidentes de trabajo, con la aplicación del descanso semanal en las empresas industriales, con la igualdad de trato entre los trabajadores extranjeros y nacionales en materia de indemnización por accidente de trabajo, con la indemnización por enfermedades profesionales, los relativos a las horas de trabajo en la fabricación automática de vidrio plano, al empleo de las mujeres en los trabajos subterráneos de toda clase de minas y a las vacaciones anuales pagadas, entre muchos otros.


    Según el Dr. Baltasar Cavazos Flores, los tratados internacionales aprobados por el Senado son fuentes formales especiales del Derechos del Trabajo.


    En las tesis que a continuación se citan, se destaca la importancia de los tratados internacionales para reglamentar los derechos fundamentales:


    TRATADOS INTERNACIONALES. SU APLICACION CUANDO AMPLIAN Y REGLAMENTAN DERECHOS FUNDAMENTALES. Conforme al artículo 133 constitucional, la propia Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la ley suprema de toda la Unión. Ahora bien, cuando los tratados internacionales reglamentan y amplían los derechos fundamentales tutelados por la Carta Magna, deben aplicarse sobre las leyes federales que no lo hacen, máxime cuando otras leyes también federales, los complementan.


    Tesis aislada I.4o.A.440 A, emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en materia administrativa del Primer Circuito.


    Amparo en revisión 799/2003. 21 de abril de 2004. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XX, septiembre de 2004, página 1896.


    TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE LA LEY SUPREMA DE LA UNION Y SE UBICAN JERARQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES GENERALES, FEDERALES Y LOCALES. INTERPRETACION DEL ARTICULO 133 CONSTITUCIONAL. La interpretación sistemática del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite identificar la existencia de un orden jurídico superior, de carácter nacional, integrado por la Constitución Federal, los tratados internacionales y las leyes generales. Asimismo, a partir de dicha interpretación, armonizada con los principios de derecho internacional dispersos en el texto constitucional, así como con las normas y premisas fundamentales de esa rama del derecho, se concluye que los tratados internacionales se ubican jerárquicamente abajo de la Constitución Federal y por encima de las leyes generales, federales y locales, en la medida en que el Estado Mexicano al suscribirlos, de conformidad con lo dispuesto en la Convención de Viena Sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales y, además, atendiendo al principio fundamental de derecho internacional consuetudinario “pacta sunt servanda”, contrae libremente obligaciones frente a la comunidad internacional que no pueden ser desconocidas invocando normas de derecho interno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás, una responsabilidad de carácter internacional.


    Tesis aislada P. IX/2007.


    Amparo en revisión 120/2002, 13 de febrero de 2007, Mayoría de seis votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, abril de 2007, página 6.


    Número máximo de trabajadores extranjeros


    7o.- En toda empresa o establecimiento, el patrón deberá emplear un noventa por ciento de trabajadores mexicanos, por lo menos. En las categorías de técnicos y profesionales, los trabajadores deberán ser mexicanos, salvo que no los haya en una especialidad determinada, en cuyo caso el patrón podrá emplear temporalmente a trabajadores extranjeros, en una proporción que no exceda del diez por ciento de los de la especialidad. El patrón y los trabajadores extranjeros tendrán la obligación solidaria de capacitar a trabajadores mexicanos en la especialidad de que se trate. Los médicos al servicio de las empresas deberán ser mexicanos.


    No es aplicable lo dispuesto en este artículo a los directores, administradores y gerentes generales.


    Comentario:


    Conforme al artículo 32, último párrafo, de la CPEUM, los mexicanos serán preferidos a los extranjeros en igualdad de circunstancias, para toda clase de concesiones y para todos los empleos, cargos o comisiones de gobierno en que no sea indispensable la calidad de ciudadano.


    En este sentido, el artículo 7o. de la LFT en comento establece las reglas que se deben observar en la contratación de los extranjeros, de acuerdo con lo siguiente:


    1. En las categorías de técnicos y profesionales, el patrón deberá contratar 90% de trabajadores mexicanos, salvo que no los haya en una especialidad determinada podrá emplear, con carácter de temporales a trabajadores extranjeros, en una proporción que no exceda del 10%.


    2. El patrón y los trabajadores extranjeros tendrán la obligación solidaria de capacitar a los trabajadores mexicanos en la especialidad de que se trate. Es importante este punto, pues lo que se busca es que el personal mexicano sea capacitado en áreas en las que no cuenta con experiencia y conocimientos, lo cual contribuye al mejoramiento y crecimiento de la mano de obra nacional en coordinación con la extranjera.


    3. Los médicos al servicio de empresas siempre serán mexicanos.


    4. Para el caso de directores, administradores y gerentes generales la regla de 90% mexicanos y 10 extranjeros no aplica.


    Al respecto, el Tercer Tribunal Colegiado en materia administrativa del Primer Circuito mediante tesis aislada que a continuación se cita, explica el afán de protección del trabajo de los mexicanos y la profesión médica.


    MEDICOS EXTRANJEROS AL SERVICIO DE UNA EMPRESA. INTERPRETACION DEL ARTICULO 7o. DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. El artículo 7o. de la Ley Federal del Trabajo establece lo siguiente: “En toda empresa o establecimiento, el patrón deberá emplear un noventa por ciento de trabajadores mexicanos, por lo menos. En las categorías de técnicos y profesionales, los trabajadores deberán ser mexicanos, salvo que no los haya en su especialidad determinada, en cuyo caso el patrón podrá emplear temporalmente a trabajadores extranjeros, en una proporción que no exceda del diez por ciento de los especialistas. El patrón y los trabajadores extranjeros tendrán la obligación solidaria de capacitar a los trabajadores mexicanos en la especialidad de que se trate. Los médicos al servicio de las empresas deberán ser mexicanos. No es aplicable lo dispuesto en este artículo a los directores, administradores y gerentes generales”. La forma categórica como el legislador ordena que los médicos al servicio de las empresas deberán ser mexicanos, denota que la intención normativa que orienta tal disposición, consiste en evitar que los médicos de nacionalidad mexicana se vean desplazados respecto al desempeño de dicho cargo, por personas de nacionalidad extranjera que ejerzan esa profesión; de ahí que la mencionada orden no admite la excepción consistente en que “no es aplicable lo dispuesto en este artículo a los directores, administradores y gerentes generales”, pues ello equivaldría a cambiar la naturaleza de esa orden, que es restrictiva, para convertirla en una norma permisiva, sin que ello se justifique, habida cuenta que por encima de la expresión literal del legislador debe prevalecer su intención normativa. Consecuentemente, la resolución mediante la cual la Secretaría del Trabajo y Previsión Social negó al quejoso el registro de su título de médico cirujano, en atención a que es de nacionalidad extranjera no resulta violatoria de garantías en su perjuicio, en la medida que dicha resolución resulta acorde con la citada intención normativa del legislador. No obsta, como pretende el quejoso, que éste se encuentre prestando sus servicios bajo la dirección y dependencia de una persona moral, con el cargo de Director General de Higiene y Salud, pues como ya se dijo, la orden de referencia no admite la excepción prevista en el segundo párrafo, del precepto legal en consulta y, además, la denominación del mencionado cargo del quejoso no es equiparable con los cargos que menciona el citado segundo párrafo, en cuanto que el primero constituye la denominación de un puesto de trabajo, relacionada exclusivamente con la estructura funcional y operativa de la persona moral correspondiente, mientras los segundos, se refieren a las personas cuya finalidad es manifestar la voluntad de aquélla, es decir, son cargos atinentes a su estructura jurídica, considerada la propia persona moral, como un ente con personalidad jurídica distinta de la de sus integrantes.


    Tesis aislada emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en materia administrativa del Primer Circuito.


    Semanario Judicial de la Federación, octava época, TCC, tomo VIII, septiembre de 1991, página 156.


    Amparo en revisión 1162/91. John Francis Smyth Durign. 19 de junio de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jesús García Vilchis.


    Ahora bien, según el artículo 33, primer párrafo, de la CPEUM establece lo siguiente:


    33. Son personas extranjeras las que no posean las calidades determinadas en el artículo 30 constitucional y gozarán de los derechos humanos y garantías que reconoce esta Constitución.


    Así, los extranjeros pueden gozar de los derechos y las garantías que la CPEUM confiere a cualquier mexicano; por tanto, estas personas estarán en total libertad de realizar las actividades lícitas que deseen y, en caso de que se subordinen por una relación de trabajo, se les deberán otorgar los derechos laborales que estipula el artículo 123, apartado A, de la CPEUM.


    Hay que considerar que los trabajadores extranjeros tienen una restricción en el ámbito sindical, prevista en el artículo 372 de la LFT, el cual precisa que los extranjeros no podrán formar parte de la directiva de los sindicatos.


    Ahora bien, es importante aclarar que cuando los extranjeros ingresan a México para prestar servicios especializados, técnicos o incluso de dirección deben obtener la calidad migratoria requerida, trámite que realizarán ante el Instituto Nacional de Migración (INM), previo cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley de Migración.


    Los trámites que se deben ingresar ante el INM por la contratación de extranjeros son los siguientes:


    Obtención del permiso de trabajo


    De acuerdo con el artículo 57 de los Lineamientos para trámites y procedimientos migratorios (Lineamientos), publicados en el DOF del 8 de noviembre de 2012 y modificados el 7 de enero de 2014 y 30 de septiembre de 2016, el permiso de trabajo o el otorgamiento de una condición de estancia que implique realizar actividades remuneradas, se sujetará al cumplimiento de las cuotas que la Segob fije previa opinión de la STPS y publique en el DOF.


    Las condiciones de estancia están previstas en el artículo 60 de los Lineamientos mencionados.


    Obtención de constancia de inscripción del empleador


    Según el artículo 166 del Reglamento de la Ley de Migración, las personas físicas y morales que contraten personal extranjero, o que emitan oferta de empleo a una persona extranjera, deberán promover ante el INM la obtención de constancia de inscripción del empleador.


    La constancia de inscripción del empleador les permitirá acreditar su personalidad jurídica y facultades, de tal manera que en trámites subsecuentes en los que funjan como oferentes de trabajo o promoventes, sólo requerirán presentar la constancia actualizada para efecto de acreditar personalidad jurídica y facultades del representante legal.


    Actualización de constancia de inscripción del empleador


    En términos del artículo 166, párrafos último y penúltimo, del Reglamento de la Ley de Migración, los empleadores deberán notificar dentro de los 30 días naturales la modificación de los datos siguientes:


    1. Cambio de domicilio.


    2. Cambio de representante o apoderado legal.


    Es importante considerar que en el DOF del 11 de octubre de 2016, la Secretaría de Gobernación (Segob) publicó el “Programa temporal de regularización migratoria”, el cual estará vigente del 9 de enero al 19 de diciembre de 2017.


    El programa tiene por objeto establecer los supuestos, requisitos y procedimientos aplicables de manera temporal para que el INM regularice la situación migratoria de las personas extranjeras que se encuentren en el territorio nacional y manifiesten su interés de residir de forma temporal en el mismo.


    El programa aplicará a los extranjeros que hayan ingresado al territorio nacional antes del 9 de enero de 2015, y que al 9 de enero de 2017 se encuentren residiendo en el país en situación migratoria irregular.


    Concepto de trabajador


    8o.- Trabajador es la persona física que presta a otra, física o moral, un trabajo personal subordinado.


    Comentario:


    Un trabajador siempre tiene que ser una persona física. Las personas morales nunca podrán ser trabajadores, pues el servicio siempre tiene que ser prestado en forma personal.


    Respecto a la subordinación, constituye el elemento característico de la relación de trabajo y consiste en la facultad del patrón de mandar y en el derecho a ser obedecido. Dicha facultad de mando tiene dos limitaciones a saber:


    1. Debe referirse al trabajo estipulado.


    2. Debe ser ejercido durante la jornada de trabajo.


    Ahora bien, jurídicamente lo que le da vida a la relación de trabajo son, entre otros, los elementos que cumplirán los sujetos (patrón-trabajador) que intervienen en ella, mismos que son conocidos como condiciones generales de trabajo. Dichos elementos son los siguientes:


    1. El derecho patronal de gestión; esto es, la facultad de administrar (planear y organizar) y dirigir (mandar y controlar) la prestación del trabajo subordinado y los bienes empresariales.


    2. El deber de prestar el trabajo.


    3. El derecho a una jornada de trabajado previamente determinada.


    4. El derecho al descanso semanal.


    5. El derecho a recibir salario.


    6. El deber de lealtad recíproca.


    Concepto de trabajo


    Para los efectos de esta disposición, se entiende por trabajo toda actividad humana, intelectual o material, independientemente del grado de preparación técnica requerido por cada profesión u oficio.


    Comentario:


    El trabajo, tal y como lo concebimos tradicionalmente tiende a desaparecer. Las innovaciones tecnológicas, la descentralización de las empresas y la flexibilidad de la mano de obra, dan paso a la era post-industrial.


    En efecto, en la actualidad, los diversos acontecimientos que transformaron la economía mundial en las últimas décadas, también impulsaron y promovieron el cambio radical de las viejas estructuras productivas.


    Los grandes avances tecnológicos tampoco han sido factor ajeno al trabajo, pues irrumpieron e impactaron las formas de organización y producción, ocasionando trastornos y desequilibrios que con frecuencia desplazan de manera inusitada a los trabajadores por la carencia de capacitación y cualidades, ante el asombro e impotencia expectante de los sindicatos, quienes por su ineficacia permanecen inertes ante la desaparición de la fuente de trabajo.


    Por tanto, es necesario preservar a toda costa y por encima de cualquier interés neoliberal, el valor supremo del trabajo, la dignidad y el bienestar de quienes entregan el único patrimonio originario y auténticamente suyo: “su energía de trabajo”.


    Funciones de los trabajadores de confianza


    9o.- La categoría de trabajador de confianza depende de la naturaleza de las funciones desempeñadas y no de la designación que se dé al puesto.


    Son funciones de confianza las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, y las que se relacionen con trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento.


    Comentario:


    De acuerdo con lo dispuesto en este precepto y con lo establecido en los artículos 35 y 38 de esta legislación, las relaciones laborales pueden clasificarse en dos grupos, a saber:


    1. El que atiende a la naturaleza de las funciones o actividades desempeñadas (situación legal laboral), en este grupo surgen:


    a) Los trabajadores de confianza, todos aquellos que realicen funciones de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, así como las que se relacionen con trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento.


    b) Los trabajadores de base o de planta, todos aquellos que, por exclusión, no sean de confianza, esto es, los que realizan una función o actividad normal en la empresa.


    2. El relacionado con el factor tiempo, esto es, la duración de dicha relación de trabajo.


    Al respecto, la tesis aislada I.3o.T.142 L emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito interpreta este precepto en concordancia con los artículos 35 y 38 de la LFT.


    RELACIONES LABORALES. SU CLASIFICACION CONFORME A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Conforme a los artículos 9o., 35 y 38 de la Ley Federal del Trabajo, las relaciones laborales pueden clasificarse en dos grupos, uno que atiende a la naturaleza de las funciones o actividades desempeñadas (situación legal laboral); y otro a la durabilidad de dicha relación (factor tiempo); por consiguiente, si se toma en cuenta la naturaleza de las funciones o actividades desempeñadas por el trabajador, serán: A) Trabajadores de confianza, todos aquellos que realicen funciones de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, así como las que se relacionen con trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento; y, B) Trabajadores de base o de planta, todos aquellos que, por exclusión, no sean de confianza, esto es, los que realizan una función o actividad normal en la empresa. Si se atiende a la durabilidad de la relación laboral (factor tiempo), ésta puede clasificarse en: 1) Por tiempo indeterminado, que a su vez puede subclasificarse en: a) Permanente; y, b) De temporada. 2) Por tiempo determinado. 3) Para obra determinada; y, 4) Por inversión de capital determinado. En ese contexto, no debe confundirse la durabilidad de la relación de trabajo con la naturaleza en la función o actividad que desempeña el trabajador, es decir, el hecho de que éste sea de planta, no implica que dicha relación temporalmente sea fija o que el empleado sea inamovible; por consiguiente, el carácter de trabajador de base no depende de la duración de dicha relación, sino de la naturaleza de la actividad que desarrolla dentro de la fuente de trabajo, pues puede darse el caso de que un trabajador de planta sea contratado por tiempo determinado; para obra determinada, o bien, para inversión de capital determinado, casos en los cuales, al cumplirse el plazo u objeto de la relación laboral, ésta queda concluida. Clasificaciones que al ser combinadas dan lugar a diversas hipótesis, ya que un trabajador de planta puede ser por tiempo indeterminado, a su vez esa relación puede ser permanente, es decir, continua o de manera ininterrumpida, o bien, puede ser de temporada, caso en el cual el trabajador labora sólo por un periodo atendiendo a diversos factores, como podría ser el tiempo de cosecha, época navideña, u otras, pero ese tiempo laborado será indeterminado, es decir, en cada temporada el empleado tendrá derecho a laborar con ese patrón y éste tendrá la obligación de cubrirle las prestaciones legales, precisamente porque no existe un término para concluir esa relación laboral, no obstante que el patrón lo emplee únicamente por ciertos periodos. Asimismo, un trabajador de confianza puede ser contratado por tiempo indeterminado, que a su vez puede ser permanente o de temporada; pero también pueden darse diversas hipótesis, ya que puede ubicarse en la clasificación relativa a ser de confianza, pero por tiempo determinado, para obra determinada, o bien, para inversión de capital determinado. Finalmente, en relación con los trabajadores transitorios, dentro de los cuales se ubican los eventuales, ocasionales, intermitentes y los sustitutos o interinos, éstos quedarán comprendidos en la clasificación que atiende a la temporalidad de dicha relación, por lo que se ubicarán en las relaciones de trabajo por tiempo indeterminado o determinado, según el caso, atendiendo a las características específicas concretas.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, septiembre de 2006, página 1527.


    Amparo directo 6123/2006. Fabiola Sánchez Carranza. 25 de mayo de 2006. Unanimidad de votos.


    Por su parte, la tesis aislada I.6o.T.424 L emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito afirma que la calidad de trabajador de confianza se determina considerando las funciones que desempeñe, con independencia de la designación que se le dé al puesto.


    El texto de la tesis es el siguiente:


    TRABAJADOR DE CONFIANZA. TIENE TAL CARACTER QUIEN DESEMPEÑA FUNCIONES DE CHOFER PARA UN REPRESENTANTE DEL PATRON DE LOS PREVISTOS EN EL ARTICULO 11 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, INDEPENDIENTEMENTE DE LA DESIGNACION QUE SE LE DE AL PUESTO. El segundo párrafo del artículo 9o. de la Ley Federal del Trabajo establece: “Son funciones de confianza las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, y las que se relacionen con trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento”. En estas condiciones, el trabajador que ocupa el puesto de chofer asignado a un director, administrador, gerente o demás personas que ejerzan funciones de dirección o administración en la empresa o establecimiento, de conformidad con el artículo 11 del citado ordenamiento, que reconoce que su función consistía en trasladar a cualquiera de dichas personas de un lugar a otro, debe considerársele como trabajador de confianza, por tener bajo su responsabilidad la vida e integridad física de aquéllos, pues de él depende que lleguen a salvo a su destino; además de darse cuenta de los lugares y personas que visitan y con los que tienen contacto; el horario en el que realizan sus actividades; e inclusive, está en aptitud de escuchar las conversaciones que dichas personas tienen con las que llegan a acompañarlo dentro del vehículo, o las que realizan vía telefónica, las cuales podrían ser de naturaleza confidencial y relacionadas con los intereses de la empresa u organismo descentralizado; por lo que es inconcuso que las funciones desempeñadas como chofer están estrechamente relacionadas con los trabajos personales del patrón o de sus representantes, por lo que se ubica en la hipótesis prevista en el segundo párrafo, última parte, del aludido artículo 9o.; lo anterior, con independencia de la designación que se le dé al puesto, ya que para determinar su naturaleza debe atenderse a las funciones desempeñadas por el trabajador.


    Sexto Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito.


    Amparo en revisión 76/2009. 25 de junio de 2009. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXX, agosto de 2009, página 1735.


    Concepto de patrón


    10.- Patrón es la persona física o moral que utiliza los servicios de uno o varios trabajadores.


    Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre, utiliza los servicios de otros trabajadores, el patrón de aquél, lo será también de éstos.


    Comentario:


    Para el Lic. Juan José Ríos Estavillo, investigador de tiempo completo del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, el término patrón ha variado, dependiendo del marco jurídico regulatorio o del ámbito de aplicación; esto es, en determinados países se le denomina “empresario”, “patrono”, “acreedor de servicios”, “acreedor de trabajo”, “dador de trabajo”, “empleador”, entre otros.


    En la actualidad, el concepto “patrono” prácticamente está en desuso, pues parece aludir a una directriz excesivamente protectora.


    El concepto empleador es más bien un galicismo extendido en algunos países, entre ellos México, como traducción excesivamente literal del término francés employeur.


    En el ámbito jurídico, “acreedor de trabajo” y su correlativo “dador de trabajo”, son, quizá, los conceptos más correctos que debieran utilizarse como sinónimos de trabajador y patrón, respectivamente.


    Representantes del patrón


    11.- Los directores, administradores, gerentes y demás personas que ejerzan funciones de dirección o administración en la empresa o establecimiento, serán considerados representantes del patrón y en tal concepto lo obligan en sus relaciones con los trabajadores.


    Comentario:


    En términos del artículo 9o. de la LFT en comento, son funciones de confianza las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general. Dichas funciones están vinculadas en forma inmediata y directa con la vida de la empresa, de ahí que las personas que ocupan esos puestos sean considerados representantes del patrón. Sólo que, para acreditar esa personalidad deben utilizar un poder o mandato que les confiere la calidad de representante legal.


    La representación legal es un instrumento de frecuente uso en la práctica empresarial y personal, la cual se puede definir como la facultad que se otorga a una persona de actuar, obligar y decidir en nombre o por cuenta de otra, su utilidad consiste en que permite realizar los actos jurídicos, en los que la ley no exige la intervención personal del interesado, por lo que se puede hacer a través de un representante que acredite su personalidad mediante un poder o mandato.


    En términos del artículo 2546 del Código Civil Federal, el mandato es un contrato por el que el mandatario se obliga a ejecutar por cuenta del mandante los actos jurídicos que éste le encargue.


    Ahora bien, el mandato puede darse de manera escrita o verbal. El mandato escrito se otorga de las formas siguientes:


    1. En escritura pública.


    2. En escrito privado firmado por el otorgante y dos testigos y ratificadas las firmas ante notario público, juez de primera instancia, jueces menores o de paz, o ante el correspondiente funcionario o empleado administrativo, cuando el mandato se otorgue para asuntos administrativos.


    3. En carta poder sin ratificación de firmas.


    Al respecto, el Sexto Tribunal Colegiado en materia de Trabajo del Primer Circuito, en su tesis I.6o.T.348 L señala que el representante legal de un patrón está orientado a defender los intereses de la empresa contra terceros; por tanto, es necesario que quien ostente tal poder debe demostrar que ocupa alguno de los cargos mencionados en el precepto en comento (artículo 11), pues es insuficiente que sólo mencione que realiza alguna de las funciones previstas en el artículo 9o. de la propia LFT.


    La tesis en comento es la siguiente:


    TRABAJADOR DE CONFIANZA. EL HECHO DE QUE EL PATRON LE HAYA OTORGADO PODER GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS EN ESCRITURA PUBLICA, Y PARA ACTUAR COMO SU REPRESENTANTE, POR SI SOLO ES INSUFICIENTE PARA CONSIDERAR QUE REALIZA ALGUNA DE LAS FUNCIONES PREVISTAS EN EL ARTICULO 9o. DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO PARA SER CONSIDERADO CON TAL CARACTER. De conformidad con el artículo 9o. de la Ley Federal del Trabajo para determinar si un trabajador es de confianza es necesario atender a la naturaleza de las funciones desempeñadas, a las cuales el legislador consideró las actividades vinculadas en forma inmediata y directa con la vida de la empresa, con sus intereses y la realización de sus fines; por tanto, cuando el patrón se excepciona manifestando que el empleado era de confianza debe demostrar que las actividades materialmente realizadas por aquél son las que el aludido precepto define con ese carácter, tales como las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, y las relacionadas con trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento; y el hecho de que el patrón haya otorgado a un trabajador poder general para pleitos y cobranzas en escritura pública, y para actuar como su representante legal, es insuficiente por sí solo para considerar que realiza alguna de las funciones previstas en el citado artículo 9o. para ser considerado de confianza, puesto que el referido poder está orientado a defender los intereses de la empresa contra terceros y, en todo caso, únicamente justificaría que el empleado actúa con autonomía e independencia en su gestión; además, para actuar como representante del patrón es necesario precisar con cuál de las representaciones señaladas en el artículo 11 del ordenamiento legal invocado se ostenta el trabajador, ya sea como director, administrador, gerente o desempeñando funciones de dirección y administración, para poder determinar si efectivamente actúa con el carácter de representante del patrón y, por ende, es de confianza.


    Amparo directo 5506/2007. Patricia Genoveva Chávez Lagos. 11 de julio de 2007. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVI, octubre de 2007, página 3340.


    En el ámbito laboral, cuando se acude a los tribunales del trabajo (Juntas de Conciliación y Arbitraje) para dirimir controversias entre el patrón y uno o varios trabajadores, para acreditar su personalidad, en términos del artículo 692 de la propia LFT, las partes podrán comparecer a juicio a través de apoderado legalmente autorizado, que puede ser un externo o un empleado de confianza de la empresa que puede ser un director, un administrador, un gerente o cualquier otra persona que ejerza funciones de dirección o administración.


    Al respecto, es aplicable la tesis de jurisprudencia I.6o.T. J/8, emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito.


    GERENTE, QUIEN TIENE EL NOMBRAMIENTO DE, ES REPRESENTANTE DEL PATRON. Si quien compareció al juicio laboral por la persona moral demandada, acreditó ser gerente administrativo de la misma por nombramiento que en favor hizo el Consejo de Administración respectivo, esa circunstancia lo coloca en el supuesto del artículo 11 de la Ley Federal del Trabajo y es suficiente para que se le reconozca el carácter de representante del patrón para los efectos de dicho precepto.


    Amparo en revisión 676/88. Evel Barrera Hernández. 10 de marzo de 1988. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 406/88. Eduardo Reyes Hidalgo. 6 de abril de 1988. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 696/88. Valentín Cruz Reyna. 6 de mayo de 1988. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 1866/88. Juana López Maqueda viuda de Aguilar. 14 de febrero de 1989. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 4646/90. Roberto Romero Tavira. 10 de julio de 1990. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo VIII, agosto de 1991, página 123.


    Concepto de intermediario


    12.- Intermediario es la persona que contrata o interviene en la contratación de otra u otras para que presten servicios a un patrón.


    Comentario:


    Aun cuando en este precepto se define al intermediario laboral, el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito ha señalado que deben cumplirse requisitos adicionales para comprobar plenamente que se está frente a un intermediario laboral. Dentro de esos requisitos destaca la demostración de que el intermediario carece de elementos propios y suficientes para asumir obligaciones patronales.


    Así se establece en la tesis que a continuación se transcribe:


    INTERMEDIARIO EN LA RELACION LABORAL. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA. No es suficiente acreditar el extremo del beneficio de la obra realizada a una empresa, para determinar que se está en presencia de un intermediario, pues además debe demostrarse que la empresa que hace algún trabajo a otra, carece de elementos propios y suficientes para cumplir con las obligaciones que se deriven de las relaciones de trabajo con sus propios trabajadores.


    Amparo directo 90/88. Wilfrido Aldana Ross y otros. 19 de octubre de 1988. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo II, segunda parte-1, julio-diciembre de 1988, página 305.


    Casos en que prevalece la figura patronal sobre los intermediarios


    13.- No serán considerados intermediarios, sino patrones, las empresas establecidas que contraten trabajos para ejecutarlos con elementos propios suficientes para cumplir las obligaciones que deriven de las relaciones con sus trabajadores. En caso contrario serán solidariamente responsables con los beneficiarios directos de las obras o servicios, por las obligaciones contraídas con los trabajadores.


    Comentario:


    En este sentido, la tesis aislada I.13o.T.300 L, emitida por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito involucra los artículos 12 y 13 de la LFT para hacer referencia a la definición de intermediario laboral, y para ratificar que cuando dicho intermediario constituya una empresa para contratar trabajadores y además cuenta con elementos propios y suficientes para asumir sus obligaciones, en automático se convierte en patrón y sólo en caso de incumplimiento de dichas obligaciones se configurará la corresponsabilidad solidaria del patrón con el beneficiario directo de los trabajos o servicios.


    La tesis en comento es la siguiente:


    INTERMEDIARIO EN MATERIA LABORAL. LA CELEBRACION DE UN CONVENIO POR EL QUE MANIFIESTA QUE ASUME LA RESPONSABILIDAD Y OBLIGACIONES DERIVADAS DE LA RELACION DE TRABAJO Y LIBERA DE ELLAS A UNO O VARIOS PATRONES, CONLLEVA LA ACEPTACION DE SU RESPONSABILIDAD SOLIDARIA COMO PATRON CON EL BENEFICIARIO DIRECTO DEL TRABAJO O SERVICIO. La estipulación o convención entre patrones que implique la liberación extrajudicial de uno o varios de ellos, con motivo de la aceptación de la responsabilidad respecto de la relación laboral que otro manifieste, supone la figura jurídica del intermediario establecida en el artículo 13 de la Ley Federal del Trabajo, que conforme a este precepto, es la persona física o moral que contrata o interviene en la contratación de trabajadores para que presten servicios a un patrón, es decir, que no contrate por cuenta propia sino de un tercero, que es el verdadero patrón; sin embargo, cuando dicho intermediario constituye una empresa establecida que contrata trabajadores y tiene elementos propios suficientes para cumplir las obligaciones que deriven de esas relaciones laborales, se considera patrón y no intermediario y, en caso de que no cumpla con ellas, será solidariamente responsable con los beneficiarios directos de las obras o servicios; ello es así, porque la finalidad del referido precepto es evitar que las empresas que contratan trabajadores asuman la responsabilidad jurídica de los patrones, con la posibilidad de que carezcan de solvencia para el cumplimiento de las obligaciones contraídas con los trabajadores y que con ello se impida que éstos perciban las prestaciones derivadas de sus servicios, porque los beneficiarios directos de las obras o servicios se protejan con la formalidad de una empresa aparentemente responsable para eludir sus responsabilidades laborales; de ahí que la celebración de un convenio que implique la liberación extrajudicial de uno o varios de los patrones, con motivo de la aceptación de la responsabilidad y obligaciones derivadas de la relación laboral que otro manifieste, conlleva en sí mismo el reconocimiento de que quien contrata es un intermediario y de que su intervención tiene por objeto proporcionar trabajadores a otro u otras personas físicas o morales que se benefician con los servicios de las personas así contratadas; por ende, da lugar al reconocimiento de la existencia de la relación de trabajo y la responsabilidad solidaria de patrón entre ambos firmantes del contrato que persigue la liberación extrajudicial de responsabilidad por uno o varios de los signantes.


    Amparo directo 746/2010. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1199.


    Responsabilidad de las personas que utilizan intermediarios


    14.- Las personas que utilicen intermediarios para la contratación de trabajadores serán responsables de las obligaciones que deriven de esta Ley y de los servicios prestados.


    Los trabajadores tendrán los derechos siguientes:


    I. Prestarán sus servicios en las mismas condiciones de trabajo y tendrán los mismos derechos que correspondan a los trabajadores que ejecuten trabajos similares en la empresa o establecimiento; y


    II. Los intermediarios no podrán recibir ninguna retribución o comisión con cargo a los salarios de los trabajadores.


    Comentario:


    En este sentido, el Tribunal Colegiado en materias administrativa y de trabajo del Décimo Circuito, mediante tesis aislada X.A.T.11 L (10a.), establece lo siguiente:


    RESPONSABILIDAD SOLIDARIA EN MATERIA LABORAL. LAS DECLARACIONES CONTENIDAS EN EL CONTRATO DE TRABAJO EN EL SENTIDO DE QUE EL CONTRATISTA CUENTA CON SOLVENCIA ECONOMICA PARA CUMPLIR CON SUS OBLIGACIONES, SON INSUFICIENTES PARA ACREDITARLA Y LIBERAR DE AQUELLA A LA EMPRESA BENEFICIARIA. El contrato de trabajo que contiene la declaración de que el contratista cuenta con los recursos económicos suficientes para hacer frente a sus obligaciones patronales, se trata de un simple indicio que es insuficiente para acreditar su solvencia económica y liberar a las empresas beneficiarias de una responsabilidad solidaria, pues tales declaraciones son simples manifestaciones unilaterales, aun cuando lo reitere al contestar la demanda, porque dicha solvencia económica debe estar plenamente probada, ya que la finalidad de la figura de responsabilidad solidaria contenida en los artículos 12 a 15 de la Ley Federal del Trabajo es proteger al acreedor al asegurar el cumplimiento de las obligaciones patronales, y que todos los deudores sean garantes de los demás, de manera que cada uno pueda responder por el total del débito.


    Amparo directo 592/2012. Daniel Herrera Reyes. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XVII, febrero de 2013, tomo 2, página 1507.


    Reglas aplicables cuando no se da la figura de intermediario


    15.- En las empresas que ejecuten obras o servicios en forma exclusiva o principal para otra, y que no dispongan de elementos propios suficientes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13, se observarán las normas siguientes:


    LFT 13.


    I. La empresa beneficiaria será solidariamente responsable de las obligaciones contraídas con los trabajadores; y


    II. Los trabajadores empleados en la ejecución de las obras o servicios tendrán derecho a disfrutar de condiciones de trabajo proporcionadas a las que disfruten los trabajadores que ejecuten trabajos similares en la empresa beneficiaria. Para determinar la proporción, se tomarán en consideración las diferencias que existan en los salarios mínimos que rijan en el área geográfica de aplicación en que se encuentren instaladas las empresas y las demás circunstancias que puedan influir en las condiciones de trabajo.


    Comentario:


    Al respecto, conviene citar la jurisprudencia I.3o.T. J/28 (9a.) incluida en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, donde se ratifica lo previsto en el artículo 3o. de la LFT relativo a que el trabajo no es artículo de comercio, de tal manera que cuando se suministra personal a un centro de trabajo a través de la celebración de un contrato civil y el beneficiario de los servicios no cumple con las obligaciones previstas en este precepto y demás relativas a la intermediación, ambas empresas son responsables de la relación laboral para con el trabajador.


    El texto de dicha jurisprudencia es el siguiente:


    CONTRATO CIVIL DE PRESTACION DE SERVICIOS PROFESIONALES. SI A TRAVES DE EL UN TERCERO SE OBLIGA A SUMINISTRAR PERSONAL A UN PATRON REAL CON EL COMPROMISO DE RELEVARLO DE CUALQUIER OBLIGACION LABORAL, AMBAS EMPRESAS CONSTITUYEN LA UNIDAD ECONOMICA A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 16 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y, POR ENDE, LAS DOS SON RESPONSABLES DE LA RELACION LABORAL PARA CON EL TRABAJADOR. Conforme al artículo 3o. de la Ley Federal del Trabajo, el trabajo no es artículo de comercio. Por otra parte, el numeral 16 de la citada legislación establece que la empresa, para efectos de las normas de trabajo, es la unidad económica de producción o distribución de bienes o servicios. En este contexto, cuando una empresa interviene como proveedora de la fuerza de trabajo a través de la celebración de un contrato civil de prestación de servicios profesionales, o de cualquier acto jurídico, y otra aporta la infraestructura y el capital, lográndose entre ambas el bien o servicio producido, cumplen con el objeto social de la unidad económica a que se refiere el mencionado artículo 16; de ahí que para efectos de esta materia constituyen una empresa y, por ende, son responsables de la relación laboral para con el trabajador.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro V, febrero de 2012, tomo 3, página 1991.


    Amparo directo 5183/2006. 27 de abril de 2006. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 16803/2006. 10 de noviembre de 2006. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 3/2007. 31 de enero de 2007. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 1394/2010. 17 de marzo de 2011. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 792/2011. 17 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos.


    Trabajo en régimen de subcontratación. Concepto


    15-A.- El trabajo en régimen de subcontratación es aquel por medio del cual un patrón denominado contratista ejecuta obras o presta servicios con sus trabajadores bajo su dependencia, a favor de un contratante, persona física o moral, la cual fija las tareas del contratista y lo supervisa en el desarrollo de los servicios o la ejecución de las obras contratadas.


    Condiciones para subcontratar personal


    Este tipo de trabajo, deberá cumplir con las siguientes condiciones:


    a) No podrá abarcar la totalidad de las actividades, iguales o similares en su totalidad, que se desarrollen en el centro de trabajo.


    b) Deberá justificarse por su carácter especializado.


    c) No podrá comprender tareas iguales o similares a las que realizan el resto de los trabajadores al servicio del contratante.


    Caso en que el beneficiario se convierte en patrón


    De no cumplirse con todas estas condiciones, el contratante se considerará patrón para todos los efectos de esta Ley, incluyendo las obligaciones en materia de seguridad social.


    Comentario:


    Mediante el Boletín número 71 del 14 de abril de 2014, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje (JFCA) hizo del conocimiento del personal jurídico y administrativo de la Junta, así como de los litigantes y usuarios, el criterio uniformado de resolución sobre la “Relación de trabajo en el régimen de subcontratación laboral”, aprobado por el Pleno de la JFCA en su sesión especial celebrada el 10 de abril del mismo año.


    El texto íntegro del boletín es el siguiente:


    Es de explorado derecho, tanto para la doctrina como para la jurisprudencia, que el elemento característico de la relación de trabajo es la subordinación, entendida como el poder de mando del patrón correlativo a un deber de obediencia del trabajador, en todo lo relacionado con el trabajo contratado.


    En el régimen de subcontratación, el contratista ejecuta obras o presta servicios con sus trabajadores, a favor de una persona física o moral denominada contratante, quien tiene derecho a fijar al primero las tareas a realizar, supervisar el desarrollo de los servicios o la ejecución de las obras contratadas; esto es, por sus características constituye una excepción a la regla general, por virtud de la cual, la relación de trabajo debe ser directa y por tiempo indeterminado.


    Para que produzcan plenos efectos los acuerdos tomados entre la persona física o moral denominada contratante y el contratista, la forma del contrato debe ser escrita y satisfacer todos los requisitos previstos en los artículos 15-A y 15-B de la Ley Federal del Trabajo.


    Los requisitos de configuración, definitorios del alcance de la subcontratación, son los siguientes:


    • No podrá abarcar la totalidad de las actividades iguales o similares que se desarrollen en el centro de trabajo.


    • Deberá justificarse por su carácter especializado.


    • No podrá comprender tareas iguales o similares a las que realizan el resto de los trabajadores al servicio del contratante.


    El incumplimiento de estas condiciones, conlleva una sanción para el contratante beneficiario de los servicios, consistente en considerarlo patrón, con el consecuente deber de responder de todas las obligaciones laborales y de seguridad social contraídas con los trabajadores, de conformidad con el artículo 13 de la Ley Federal del Trabajo.


    El incumplimiento de uno de los requisitos hará innecesario el estudio de los restantes.


    Por ello, en principio, el responsable del cumplimiento de las obligaciones laborales será el contratista, pero en caso de que éste incumpla con los salarios y prestaciones o con el entero de las cuotas y aportaciones de seguridad social, corresponderá al contratante como beneficiario de las obras ejecutadas o de los servicios prestados, responder de las obligaciones nacidas de las relaciones de trabajo.


    En ese contexto, cuando en un juicio laboral la parte demandada niegue la relación de trabajo y aduzca la existencia de un régimen de subcontratación, la Junta deberá estudiar la litis de forma pormenorizada y correlacionada con el material probatorio desahogado, para cerciorarse del cumplimiento de todos los requisitos previstos en los artículos 15-A y 15-B de la Ley Federal de Trabajo.


    Por tanto, si del material probatorio se desprende que fueron satisfechos todos los requisitos a que se refiere el artículo 15-A mencionado, pero consta que el contratista incumplió sus obligaciones laborales y de seguridad social ante sus trabajadores, se determinará la responsabilidad del contratante como beneficiario de sus servicios.


    La determinación de la responsabilidad del contratante no releva al contratista del cumplimiento de las obligaciones ante los trabajadores.


    Consecuentemente, en uso de las facultades previstas en el artículo 615, fracción V de la Ley Federal del Trabajo, el Pleno de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, a fin de uniformar el criterio de resolución, de las Juntas Especiales con jurisdicción federal, aprueba el siguiente criterio:


    RELACION DE TRABAJO EN EL REGIMEN DE SUBCONTRATACION. En el régimen de subcontratación, el contratista ejecuta obras o presta servicios con sus trabajadores, a favor de una persona física o moral denominada contratante, quien tiene derecho a fijar al primero las tareas a realizar, supervisar el desarrollo de los servicios o la ejecución de las obras contratadas; esto es, por sus características constituye una excepción a la regla general, por virtud de la cual, la relación de trabajo debe ser directa y por tiempo indeterminado.


    Para que la subcontratación produzca plenos efectos en juicio, la parte demandada deberá acreditar la existencia de un contrato escrito, en el que se cumplan los siguientes requisitos:


    • Que no abarque la totalidad de las actividades iguales o similares que se desarrollen en el centro de trabajo.


    • Que se justifique por su carácter especializado.


    • Que no comprenda tareas iguales o similares a las que realizan el reto de los trabajadores al servicio del contratante.


    El incumplimiento de uno de los requisitos hará incensario el estudio de los restantes.


    Consecuentemente, si en un juicio laboral la parte demanda niega la relación de trabajo y argumenta le existencia de un régimen de subcontratación, la Junta deberá estudiar la litis de forma pormenorizada y correlacionada con el material probatorio desahogado, para cerciorarse del cumplimiento de todos los requisitos previstos en los artículos 15-A y 15-B de la Ley Federal de Trabajo; toda vez que, en principio, es el contratista el responsable del cumplimiento de las obligaciones laborales, pero en caso de que conste que éste incumplió con los salarios y prestaciones o con el entero de las cuotas y aportaciones de seguridad social, corresponderá al contratante como beneficiario de las obras ejecutadas o de los servicios prestados, responder de las obligaciones nacidas de las relaciones de trabajo.


    La determinación de la responsabilidad del contratante no releva al contratista del cumplimiento de las obligaciones ante los trabajadores, de conformidad con el artículo 13 de la Ley Federal de Trabajo.


    La conclusión final del criterio aprobado por el Pleno de la JFCA es la siguiente:


    Por ello, en principio, el responsable del cumplimiento de las obligaciones laborales será el contratista, pero en caso de que éste incumpla con los salarios y prestaciones o con el entero de las cuotas y aportaciones de seguridad social, corresponderá al contratante como beneficiario de las obras ejecutadas o de los servicios prestados, responder de las obligaciones nacidas de las relaciones de trabajo.


    Formalidades del trabajo en régimen de subcontratación


    15-B.- El contrato que se celebre entre la persona física o moral que solicita los servicios y un contratista, deberá constar por escrito.


    La empresa contratante deberá cerciorarse al momento de celebrar el contrato a que se refiere el párrafo anterior, que la contratista cuenta con la documentación y los elementos propios suficientes para cumplir con las obligaciones que deriven de las relaciones con sus trabajadores.


    Comentario:


    En términos del artículo 1004-B de la ley en comento, el incumplimiento de las obligaciones previstas en este precepto se sancionará con multa de 250 a 2500 veces el valor de la UMA.


    Conviene mencionar que la adición de los artículos 15-A a 15-D son producto de la reforma laboral publicada en el DOF el 30 de noviembre de 2012, a fin de regular la subcontratación de personal u outsourcing y con ello evitar la elusión del cumplimiento de las obligaciones a cargo del patrón.


    Con dicha reforma, se unifican estas disposiciones con las establecidas en la Ley del Seguro Social, las cuales fueron incluidas desde el 9 de julio de 2009 y reforzadas mediante Acuerdo ACDO.AS2.HCT.30 0909/194.P.DIR, relativo a la aprobación de reglas generales para el cumplimiento de la obligación establecida en el quinto párrafo del artículo 15-A de la Ley del Seguro Social, así como el formato PS-1, publicado en el DOF el 8 de octubre de 2009, y Acuerdo ACDO.SA1. HCT.240210/43.P.DIR del H. Consejo Técnico del IMSS, por el que se autoriza a la Dirección de Incorporación y Recaudación para liberar la aplicación informática que permitirá a los patrones o sujetos obligados a que se refiere el tercer párrafo del artículo 15-A de la Ley del Seguro Social, cumplir con la obligación prevista en el sexto párrafo del mismo precepto legal, a través del sistema de cómputo denominado IMSS desde su Empresa, publicado en el DOF el 16 de marzo de 2010.


    Asimismo, el Infonavit se integra a dicha unificación, al adicionarse el artículo 29-Bis a la Ley del Infonavit, mediante el decreto publicado en el DOF el 4 de junio de 2015. En dicho precepto se establece textualmente lo siguiente:


    29-Bis.- Cuando en la contratación de trabajadores para un patrón, a fin de que ejecuten trabajos o presten servicios para él, participe un intermediario laboral o contratista, cualquiera que sea la denominación que patrón e intermediarios asuman, ambos serán responsables solidarios entre sí y en relación con el trabajador, respecto del cumplimiento de las obligaciones contenidas en esta Ley.


    No serán considerados intermediarios, sino patrones, las empresas contratistas establecidas que presten servicios con sus trabajadores a otras, para ejecutarlos con elementos propios y suficientes para cumplir con las obligaciones que deriven de las relaciones con sus trabajadores, en los términos de los artículos 12, 13, 14, 15, 15-A y 15-B de la Ley Federal del Trabajo.


    Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, cuando un patrón o sujeto obligado, cualquiera que sea su personalidad jurídica o su naturaleza económica, en virtud de un contrato, cualquiera que sea su forma o denominación, como parte de las obligaciones contraídas, ponga a disposición trabajadores u otros prestadores para que ejecuten los servicios o trabajos acordados bajo la dirección del beneficiario de los mismos, el beneficiario de los trabajos o servicios asumirá las obligaciones establecidas en esta Ley en relación con dichos trabajadores, en el supuesto de que el patrón contratista omita el cumplimiento de las condiciones señaladas en los artículos 15-A y 15-B de la Ley Federal del Trabajo, siempre y cuando el Instituto hubiese notificado previamente al patrón contratista el requerimiento correspondiente y éste no lo hubiera atendido.


    Asimismo, el Instituto dará aviso al beneficiario de los trabajos o servicios, del requerimiento a que se refiere el párrafo anterior.


    El artículo 29-Bis de la Ley del Infonavit también prevé la obligación de los contratantes y contratistas de comunicar de manera trimestral toda la información relacionada con los contratos celebrados en materia de outsourcing.


    Verificación permanente del cumplimiento de obligaciones patronales


    15-C.- La empresa contratante de los servicios deberá cerciorarse permanentemente que la empresa contratista, cumple con las disposiciones aplicables en materia de seguridad, salud y medio ambiente en el trabajo, respecto de los trabajadores de esta última.


    Lo anterior, podrá ser cumplido a través de una unidad de verificación debidamente acreditada y aprobada en términos de las disposiciones legales aplicables.


    Comentario:


    Las disposiciones en materia de seguridad, salud y medio ambiente de trabajo están previstas en el artículo 132, fracciones XVII y XVIII de la LFT y se refieren al cumplimiento de las disposiciones reglamentarias y las normas oficiales mexicanas, así como a la disposición en todo tiempo de los medicamentos y materiales de curación indispensables para prestar oportuna y eficazmente los primeros auxilios.


    Ahora bien, las Unidades de Verificación (UV) encargadas de verificar el cumplimiento y observancia de las obligaciones antedichas deben ser personas físicas o morales, imparciales e independientes que cuenten con la integridad e infraestructura (organización, personal y recursos económicos) necesarias para llevar a cabo los servicios de verificación bajo los criterios especificados en las normas oficiales mexicanas expedidas por la Secretaria del Trabajo y Previsión Social. Para tal efecto deben estar acreditadas ante la Entidad Mexicana de Acreditación.


    Su marco regulatorio se ubica en los siguientes ordenamientos:


    1. Ley Federal sobre Metrología y Normalización: artículos 3o. fracción XV-A, 68, 70 fracción I, 70-C, 84 al 87.


    2. Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización: numerales 75, 76, 87 y 88.


    3. Reglamento Federal de Seguridad, Higiene y Medio Ambiente de Trabajo: preceptos 11 y 163.


    4. Reglamento interior de la STPS: artículos 18, fracción XV, 19, fracción XVI, y


    5. NMX-EC-17020-IMNC-2000 “Criterios generales para la operación de varios tipos de unidades (organismos) que desarrollan la verificación (inspección)”.


    El objetivo de las UV es comprobar que los patrones observen sus obligaciones en materia de seguridad e higiene al interior de sus centros de trabajo, las cuales están previstas en las Normas Oficiales Mexicanas.


    Para tal efecto, estas unidades tienen que elaborar un acta de verificación, en donde informen sobre las actividades realizadas por los patrones y, si existe el cumplimiento total de la normativa, deben expedir un dictamen de verificación, el cual tiene validez oficial por dos años.


    Para constituirse como UV, los interesados deberán solicitar a la entidad de acreditación correspondiente la información y los requisitos que cumplirán para obtener la acreditación, dicha entidad se encuentra ubicada en:


    Manuel María Contreras No. 133, segundo piso

    Col. Cuauhtémoc, código postal 06597, México D.F.

    Tel: (55) 5591 0532 y 39

    Fax: (55) 5591 0529

    Email: ema@ema.org.mx


    Esta información puede solicitarse antes, durante y después de emitida una convocatoria por parte de la STPS para unidades de verificación. La última convocatoria para la acreditación y aprobación de unidades de verificación para la evaluación de la conformidad de las normas oficiales mexicanas en materia de seguridad, salud y medio ambiente de trabajo fue publicada por la STPS en el DOF del 13 de diciembre de 2005; por tanto, es urgente que se publique una nueva convocatoria.


    Régimen de subcontratación no permitido para disminuir derechos laborales


    15-D.- No se permitirá el régimen de subcontratación cuando se transfieran de manera deliberada trabajadores de la contratante a la subcontratista con el fin de disminuir derechos laborales; en este caso, se estará a lo dispuesto por el artículo 1004-C y siguientes de esta Ley.


    Comentario:


    El artículo 1004-C establece una sanción de 250 a 5000 veces el valor de la UMA para quien utilice el régimen de subcontratación de personal en forma dolosa.


    Ello de acuerdo con el tercero transitorio del Decreto de reformas y adiciones a diversas disposiciones de la CPEUM, en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el DOF el 27/I/2016, por lo que todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, así como en cualquier disposición jurídica que emane de éstas, se entenderán referidas a la UMA (Unidad de Medida y Actualización).


    Concepto de empresa


    16.- Para los efectos de las normas de trabajo, se entiende por empresa la unidad económica de producción o distribución de bienes o servicios y por establecimiento la unidad técnica que como sucursal, agencia u otra forma semejante, sea parte integrante y contribuya a la realización de los fines de la empresa.


    Comentario:


    En este sentido, resulta interesante la jurisprudencia I.4o.A. J/64, emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito al definir a la empresa en materia de competencia económica.


    El texto de la tesis de jurisprudencia es el siguiente:


    EMPRESA. SU CONCEPTO EN MATERIA DE COMPETENCIA ECONOMICA. La elucidación del concepto empresa en materia de competencia económica responde a un criterio funcional, y abarca a cualquier entidad que ejerza una actividad económica, con independencia de su naturaleza jurídica, por lo que si no cumple dicha condición, no es posible considerarla como empresa.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVIII, octubre de 2008, página 2176.


    Amparo en revisión 479/2006.18 de junio de 2008. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 481/2006.18 de junio de 2008. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 394/2006.18 de junio de 2008. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 360/2006.18 de junio de 2008. Unanimidad de votos.


    Amparo en revisión 478/2006.18 de junio de 2008. Unanimidad de votos.


    Sin embargo, en otro enfoque, para el maestro Baltasar Cavazos Flores, la empresa es un complejo jurídico, económico social en donde convergen muchos intereses que, siendo en esencia opuestos, deben ser coordinados para obtener una productividad adecuada.


    Por ejemplo, el interés del trabajador de ganar más y trabajar menos es opuesto al del patrón que desea obtener utilidades por su trabajo de dirección y por el riesgo de su capital invertido; no obstante, al converger dichos intereses surge el acuerdo de voluntades para lograr ambos objetivos.


    Legislación supletoria aplicable en materia laboral


    17.- A falta de disposición expresa en la Constitución, en esta Ley o en sus Reglamentos, o en los tratados a que se refiere el artículo 6o., se tomarán en consideración sus disposiciones que regulen casos semejantes, los principios generales que deriven de dichos ordenamientos, los principios generales del derecho, los principios generales de justicia social que derivan del artículo 123 de la Constitución, la jurisprudencia, la costumbre y la equidad.


    Comentario:


    Cuando en juicios laborales se presenten controversias sobre situaciones no previstas en la LFT, este precepto reviste vital importancia, ya que ante el vacío legislativo se puede recurrir a casos semejantes, esto es a la analogía, a la supletoriedad o a los principios generales de derecho.


    Al respecto, el Primer Tribunal Colegiado en materias administrativa y de trabajo del Décimo Primer Circuito emitió la tesis XI.1o.A.T.11 K (10a.), misma que a continuación se transcribe:


    “LAGUNA JURIDICA O DEL DERECHO” O “VACIO LEGISLATIVO”. PARA LLENARLO EL JUZGADOR DEBE ACUDIR, PRIMERO, A LA SUPLETORIEDAD O LA ANALOGIA Y, DESPUES, A LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO. Se denomina “laguna jurídica o del derecho” o “vacío legislativo” a la ausencia de reglamentación legislativa en una materia concreta; esto es, se trata de la omisión en el texto de la ley, de la regulación específica a una determinada situación, parte o negocio; con ello se obliga a los operadores jurídicos a emplear técnicas sustitutivas con las cuales puedan obtener una respuesta eficaz a la expresada tara legal. Así, las lagunas o vacíos legislativos pueden deberse a la negligencia o falta de previsión del legislador (involuntarias) o a que éste, a propósito, deja sin regulación determinadas materias (voluntarias), o bien, a que las normas son muy concretas, que no comprenden todos los casos de la misma naturaleza o son muy generales y revelan en su interior vacíos que deben ser llenados por el juzgador, con un proceso de integración, mediante dos sistemas: a) la heterointegración, llamada también derecho supletorio o supletoriedad; y, b) la autointegración, reconocida expresamente por la mayoría de los ordenamientos como analogía y principios generales del derecho. En estas condiciones, el uso de la analogía implica necesariamente creación o innovación del derecho, y pueden distinguirse dos clases resaltantes de ésta: la “legis” y la “iuri”; y es aceptada bajo dos condiciones, a saber: a) La falta expresa de la norma aplicable al supuesto concreto; y, b) Igualdad esencial de los hechos. En conclusión, es imposible que la mente humana pueda prever y regular con normas adecuadas todos los innumerables casos futuros en particular; sin embargo, el silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley no autoriza a los Jueces o tribunales a dejar de resolver una controversia, por lo que existen diversos métodos que el juzgador debe emplear para llenar ese vacío legislativo, siempre que no sea posible resolver una controversia, aplicando una disposición precisa de la ley y tales fuentes son: primero, la supletoriedad o la analogía y, después, los principios generales del derecho.


    Amparo directo 424/2012. 18 de octubre de 2012. Unanimidad de votos.


    Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 1, diciembre de 2013, tomo II, página 1189.


    Ahora bien, siendo la costumbre una fuente formal del derecho y considerada como un principio general de justicia social que deriva del artículo 123 de la CPEUM, cuando se otorgan ciertas prestaciones a los trabajadores con base en la costumbre, aun sin estipularse en el contrato de trabajo, éstas se convierten en condiciones de trabajo de carácter obligatorio; por tanto, el patrón no puede eliminarlas ni modificarlas de manera unilateral, pues ello propicia el establecimiento de una causal de rescisión.


    Así lo estipula la tesis aislada emitida por el Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, misma que a continuación se cita:


    CONDICIONES DE TRABAJO DERIVADAS DE LA COSTUMBRE, MODIFICACION UNILATERAL POR EL PATRON DE LAS. ES CAUSA DE RESCISION. Si a favor del trabajador se había establecido una condición de trabajo benéfica que, sin formar parte de la contratación original, se convirtió sin embargo en una costumbre que con el consentimiento tácito de las partes, adquirió rango obligatorio; en los términos del artículo 17 de la Ley Federal del Trabajo debe considerarse que por virtud de la costumbre la parte trabajadora adquirió el derecho de gozar del beneficio de la transportación que le proporcionaba el patrón para el traslado de su domicilio a la fuente de trabajo y viceversa, en un vehículo propiedad de aquél. Y si esa condición regular y permanente en las relaciones de trabajo, fue modificada unilateralmente por la patronal, es indudable que incurrió en la causal rescisoria que hizo valer la demandante, y en tal virtud debe responder a la responsabilidad que de tal hecho le deriva.


    Amparo directo 515/87. Josefina Rayas Díaz. 18 de agosto de 1987. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación, séptima época, volumen 217-228, sexta parte, página 163.


    Interpretación de las normas de trabajo


    18.- En la interpretación de las normas de trabajo se tomarán en consideración sus finalidades señaladas en los artículos 2o. y 3o. En caso de duda, prevalecerá la interpretación más favorable al trabajador.


    Comentario:


    Al respecto, el Primer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Cuarto Circuito consideran lo siguiente:


    INTERPRETACION DE LAS NORMAS DE TRABAJO. EN CASO DE DUDA PREVALECERA LA QUE FAVOREZCA AL TRABAJADOR. De conformidad con el artículo 18 de la Ley Federal del Trabajo, en la interpretación de las normas de trabajo, se tomarán en consideración sus finalidades señaladas en los artículos 2o. y 3o., y si existe duda, prevalecerá la interpretación más favorable al trabajador. De la interpretación teleológica del citado precepto, se obtiene que la duda es, en relación con lo que la ley dispone y no en cuanto a la apreciación de las pruebas que las partes aportan al juicio, ya que en lo referente a su eficacia, se rigen por normas específicas.


    Tesis de jurisprudencia I.1o.T. J/54 emitida por el Primer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Primer Circuito.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, noviembre de 2006, página 943.


    Amparo directo 2901/2006. 23 de febrero de 2006. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 6341/2006. 20 de abril de 2006. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 8741/2006. 25 de mayo de 2006. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 11981/2006. 29 de junio de 2006. Unanimidad de votos.


    Amparo directo 13361/2006. 17 de agosto de 2006. Unanimidad de votos.


    INTERPRETACION DE NORMAS DE TRABAJO. EL ARTICULO 18 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO ES APLICABLE UNICAMENTE CUANDO EXISTE AMBIGÜEDAD EN LA APLICACION DE LA NORMA (DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DE 20 DE DICIEMBRE DE 2001). El artículo 18 de la Ley Federal del Trabajo establece dos condiciones que deben observarse en la interpretación de las normas laborales, a saber: 1) que deben tomarse en consideración sus finalidades precisadas en los diversos artículos 2o. y 3o.; y, 2) que en caso de duda debe prevalecer la interpretación más favorable al trabajador; cabe señalar que para la aplicación de esta última es menester que exista duda en el sentido de la norma, es decir, que su texto pueda admitir por lo menos dos significados o sentidos; ahora bien, el artículo décimo cuarto transitorio del Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil uno, claramente define en qué casos se aplicarán los factores ahí establecidos para el cálculo del incremento de las pensiones precisadas en él, esto es, que esos factores serán aplicables únicamente a las pensiones otorgadas conforme al título segundo, capítulo V, secciones tercera y cuarta, de la Ley del Seguro Social de mil novecientos setenta y tres, y conforme al título segundo, capítulo VI, secciones segunda y tercera, de la ley en vigor al publicarse la reforma, entre las cuales no figura la pensión otorgada a los quejosos, por lo que si el referido artículo décimo cuarto transitorio no presenta ambigüedad y no existe duda en relación con su interpretación, no procede aplicar el principio establecido en el citado artículo 18.


    Tesis aislada IV.3o.T.145 L emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del Cuarto Circuito.


    Amparo directo 504/2003. María de Jesús Lozano Garza y otro. 24 de septiembre de 2003. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XVIII, noviembre de 2003, página 979.


    Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia IV.3o.T. J/63, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo XXV, febrero de 2007, página 1481, con el rubro: “INTERPRETACION DE NORMAS DE TRABAJO. AL ARTICULO DECIMO CUARTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION EL 20 DE DICIEMBRE DE 2001, QUE DEFINE CLARAMENTE EN QUE CASOS SE APLICARAN LOS FACTORES AHI ESTABLECIDOS PARA EL CALCULO DEL INCREMENTO DE LAS PENSIONES PRECISADAS EN EL, NO LE ES APLICABLE LA INTERPRETACION MAS FAVORABLE AL TRABAJADOR EN TERMINOS DEL ARTICULO 18 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.”


    Actuaciones en materia laboral. No causan impuesto


    19.- Todos los actos y actuaciones que se relacionen con la aplicación de las normas de trabajo no causarán impuesto alguno.


    Comentario:


    Este precepto tiene dos interpretaciones, a saber:


    La primera está relacionada con el principio de gratuidad a que se refiere el artículo 685 de la LFT y nace del artículo 17 de la CPEUM, donde se dispone que los tribunales estarán expeditos para administrar justicia en los plazos y términos que fije la Ley, y su servicio será gratuito. De igual manera, en la ley laboral se prevé que no existirán las costas judiciales. Lo anterior implica que el Estado tiene la obligación de proporcionar a las personas la impartición de la justicia en forma gratuita para que así se encuentren en posibilidad de resolver sus conflictos.


    Ahora bien, la otra interpretación está relacionada con las costas y gastos derivados de trámites administrativos por diligencias en materia de trabajo, las cuales tendrán que ser gratuitas. En este sentido, el Tribunal Colegiado en materias civil y de trabajo del Décimo Circuito emitió la tesis aislada X.C.T.80 L que a continuación se transcribe:


    EMBARGO EN MATERIA LABORAL. SU INSCRIPCION EN EL REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD NO CAUSA IMPUESTO, POR ENCONTRARSE DENTRO DE LA HIPOTESIS PREVISTA EN EL ARTICULO 19 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. El artículo 19 de la Ley Federal del Trabajo establece: “Todos los actos y actuaciones que se relacionen con la aplicación de las normas de trabajo no causarán impuesto alguno”. Ahora bien, como esa relación se origina después de aplicadas las normas laborales, entonces, dichos actos y actuaciones son sus consecuencias y, en tal virtud, el embargo practicado sobre bienes del patrón derivados de la ejecución de un laudo favorable al trabajador, constituye un acto o actuación relacionado con la aplicación de las normas laborales, es decir, se encuentra dentro de la hipótesis del aludido precepto y, por ende, su inscripción en el Registro Público de la Propiedad no causa impuesto, entendida la medida impositiva en su acepción de contribución por ese servicio que presta el Estado como contraprestación.


    Amparo en revisión 11/2009. Alberto Alejandro Medina Bernal.12 de mayo de 2009. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXX, septiembre de 2009, página 3132.

  


  
    TITULO II

    Relaciones Individuales de Trabajo


    CAPITULO I


    Disposiciones Generales


    Concepto de relación de trabajo


    20.- Se entiende por relación de trabajo, cualquiera que sea el acto que le dé origen, la prestación de un trabajo personal subordinado a una persona, mediante el pago de un salario.


    Comentario:


    De la definición antedicha, destacan tres características esenciales que distinguen a la relación de trabajo. Estas son:


    1. La prestación del trabajo personal.


    2. La subordinación.


    3. El pago del salario.


    Concepto de contrato individual de trabajo


    Contrato individual de trabajo, cualquiera que sea su forma o denominación, es aquel por virtud del cual una persona se obliga a prestar a otra un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un salario.


    La prestación de un trabajo a que se refiere el párrafo primero y el contrato celebrado producen los mismos efectos.


    Comentario:


    La relación de trabajo se inicia en el preciso momento en que se empieza a prestar el servicio; en cambio, el contrato de trabajo se perfecciona por el simple acuerdo de voluntades.


    La existencia de la relación de trabajo hace que se presuma la existencia del contrato, ya que entre el que presta un servicio personal y el que lo recibe, se presenta la vinculación laboral y la falta de contrato escrito es siempre imputable al patrón, tal como lo establece el artículo 26 de esta ley en comento.


    De ahí que en el artículo 784, fracción VII, de la LFT se atribuya al patrón la carga de probar la existencia del contrato de trabajo, y correlativamente en el artículo 804, fracción I, se establezca la obligación patronal de conservar y exhibir en juicio los contratos individuales de trabajo.


    Los artículos antedichos están encaminados a la protección de la relación laboral, por lo que conviene mencionar los preceptos que el maestro Baltasar Cavazos Flores siempre sostuvo: “(...) el fin sustancial del Derecho laboral es otorgar protección al hombre que trabaja, bien sea desde el punto de vista individual o del colectivo”.


    Además, el maestro Cavazos sostenía que:


    El fin sustancial individual tendrá por objeto regular adecuadamente las condiciones de trabajo de cada persona que se encuentra vinculada a otra en virtud de una relación laboral.


    El fin sustancial de carácter colectivo va más allá, pues ya no se contenta con proteger unilateralmente a ninguna de las partes que intervienen en el contrato de trabajo, sino que debe buscar el justo equilibrio entre los factores de la producción y la armonía de los intereses del capital y el trabajo.


    Presunción de la existencia del contrato y la relación de trabajo


    21.- Se presumen la existencia del contrato y de la relación de trabajo entre el que presta un trabajo personal y el que lo recibe.


    Comentario:


    El Primer Tribunal Colegiado en materias civil y de trabajo del Décimo Séptimo Circuito, en su tesis aislada XVII.1o.C.T.48 L, concluye que para presumir la existencia de la relación de trabajo, basta que con demostrar la afiliación ante el IMSS como trabajador.


    La tesis en comento es la siguiente:


    RELACION LABORAL. PARA PRESUMIR SU EXISTENCIA ES SUFICIENTE QUE EN JUICIO SE DEMUESTRE QUE EL PATRON TIENE REGISTRADO AL ACTOR ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL COMO TRABAJADOR, SIN PRUEBA EN CONTRARIO. Conforme a la Ley del Seguro Social, el aviso de alta y baja de un trabajador ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, genera la presunción sobre la existencia de la relación laboral, en tanto que tal legislación establece como sujetos de aseguramiento del régimen obligatorio a las personas que se encuentran vinculadas a otras, de manera permanente o eventual, por una relación de trabajo cualquiera que sea el acto que le dé origen y cualquiera que sea la naturaleza económica del patrón; además, impone a éste la obligación de registrarse e inscribir al trabajador en el citado instituto y comunicar sus altas y bajas, las modificaciones de su salario y los demás datos, dentro de los plazos establecidos en ella. Ahora bien, si en el juicio laboral se demuestra que una persona se encuentra inscrita como patrón y tiene registrada a otra en calidad de trabajador, sin prueba en contrario, produce la presunción de la existencia de una relación de trabajo entre el que presta un trabajo personal subordinado y el que lo recibe, en términos del artículo 21 de la Ley Federal del Trabajo, sin que sea menester acreditar por separado los elementos restantes que constituyen dicha relación; esto es, que el asegurado presta un servicio personal subordinado para quien lo dio de alta en el régimen de seguridad social; que por esa relación percibe un salario y que existe subordinación del actor hacia dicha persona, puesto que la inscripción y alta ante el referido instituto de seguridad social por una persona que ante dicho organismo se ostenta como su patrón, producen aquella presunción.


    Tesis XVII.1o.C.T.48 L del Primer Tribunal Colegiado en materias civil y de trabajo del Décimo Séptimo Circuito.


    Amparo directo 1000/2010. Arnulfo Peña López. 30 de diciembre de 2010. Unanimidad de votos.


    Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1282.


    Limitantes en la contratación de menores de edad


    22.- Los mayores de quince años pueden prestar libremente sus servicios con las limitaciones establecidas en esta Ley.


    Trabajo de mayores de 15 y menores de 16 años. Autorización de padres o tutores


    Los mayores de quince y menores de dieciséis necesitan autorización de sus padres o tutores y a falta de ellos, del sindicato a que pertenezcan, de la Junta de Conciliación y Arbitraje, del Inspector del Trabajo o de la Autoridad Política.


    Derecho de los trabajadores menores de edad


    Los menores trabajadores deben percibir el pago de sus salarios y ejercitar, en su caso, las acciones que les correspondan.


    Comentario:


    Este precepto está basado en el mandato supremo establecido en el artículo 123, apartado A, fracción III de la CPEUM, cuya reforma fue publicada en el DOF el 17 de junio de 2014 para aumentar de 14 a 15 años la edad mínima para trabajar, convirtiéndose así en una norma laboral universal.


    En consecuencia, la STPS publicó en el DOF del 12 de junio de 2015 el Decreto por el que se reformaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en materia de trabajo de menores.


    Conviene hacer referencia que esta reforma fue inspirada en la opinión de la OIT, la cual considera al trabajo infantil como toda actividad económica llevada a cabo por personas menores de 15 años de edad, sin importar el estatus ocupacional (trabajo, asalariado, trabajo independiente, trabajo familiar no remunerado, etcétera), que priva a los niños de su niñez, su potencial y su dignidad, y que es perjudicial para su desarrollo físico y psicológico. En ese sentido, se alude al trabajo que es peligroso para el bienestar físico, mental o moral del niño o bien, aquél que interfiere con su escolarización, o les exige combinar el estudio con un trabajo pesado que los conduce al agotamiento.


    En este sentido, la Secretaría de Relaciones Exteriores publicó en el DOF del 8 de junio de 2016 el Decreto Promulgatorio del Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo, adoptado en Ginebra el veintiséis de junio de mil novecientos setenta y tres, mismo que entró en vigor el 10 de junio de 2016.


    Mediante dicho decreto, México ratifica el Convenio 138 de la OIT y se compromete a seguir una política nacional que asegure la abolición efectiva del trabajo de los niños y eleve progresivamente la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo a un nivel que haga posible el más completo desarrollo físico y mental de los menores.


    Prohibición del trabajo de menores de edad


    22-Bis.- Queda prohibido el trabajo de menores de quince años; no podrá utilizarse el trabajo de mayores de esta edad y menores de dieciocho años que no hayan terminado su educación básica obligatoria, salvo los casos que apruebe la autoridad laboral correspondiente en que a su juicio haya compatibilidad entre los estudios y el trabajo.


    Comentario:


    Con la reforma a este precepto, publicada en el DOF el 12 de junio de 2015, se destacan dos rangos de prohibición en el trabajo de los menores de edad:


    1. Para los menores de 15 años sin excepción alguna.


    2. Para los mayores de 15 y menores de 18 años si no han terminado su educación básica obligatoria, salvo los casos que apruebe la autoridad laboral por haber compatibilidad entre los estudios y el trabajo.


    Consecuencias de contratar a menores de edad


    23.- Cuando las autoridades del trabajo detecten trabajando a un menor de quince años fuera del círculo familiar, ordenará que de inmediato cese en sus labores. Al patrón que incurra en esta conducta se le sancionará con la pena establecida en el artículo 995-Bis de esta Ley.


    En caso de que el menor no estuviere devengando el salario que perciba un trabajador que preste los mismos servicios, el patrón deberá resarcirle las diferencias.


    Queda prohibido el trabajo de menores de dieciocho años dentro del círculo familiar en cualquier tipo de actividad que resulte peligrosa para su salud, su seguridad o su moralidad, o que afecte el ejercicio de sus derechos y, con ello, su desarrollo integral.


    Círculo familiar. Concepto


    Se entenderá por círculo familiar a los parientes del menor, por consanguinidad, ascendientes o colaterales; hasta el segundo grado.


    Actividad productiva de autoconsumo


    Cuando los menores de dieciocho años realicen alguna actividad productiva de autoconsumo, bajo la dirección de integrantes de su círculo familiar o tutores, éstos tendrán la obligación de respetar y proteger los derechos humanos de los menores y brindar el apoyo y las facilidades necesarias para que los mismos concluyan, por lo menos, su educación básica obligatoria.


    Comentario:


    En nuestro país el trabajo infantil es un fenómeno recurrente que nace desde el seno familiar como un apoyo para su sustento y que en muchos casos representa un factor que expulsa a los niños y adolescentes de sus hogares para que contribuyan al gasto familiar laborando en empresas que los contratan a costa de su educación, salud y sano desarrollo, lo cual produce efectos negativos en el desarrollo social, cultural, económico y humano de la sociedad mexicana.


    Ante ello, el artículo 995-Bis, de la LFT prevé además de la pena corporal, que consiste en prisión de uno a cuatro años, la pena pecuniaria, cuya multa es de 250 a 5000 veces el valor de la UMA, para el patrón que incurra en la contratación de un trabajador menor de 15 años, fuera del círculo familiar; esto es, empresas que no estén identificadas plenamente como talleres familiares, cuyo fundamento se ubica en los artículos 351 al 353 de la LFT en comento.


    Ahora bien, al hacerse mención en este precepto de la actividad productiva de autoconsumo de inmediato lo relacionamos con la agricultura, es decir, pequeños productores de maíz, frutas y hortalizas, entre otros. Esta es una forma perfectamente aceptable para los sistemas de producción artesanal. Los niveles de producción normalmente son de pequeño volumen y sirven para el abastecimiento durante gran parte del año para las numerosas familias rurales. En tales condiciones los familiares de los menores –por consanguinidad, ascendientes o colaterales, hasta el segundo grado– estarán obligados a proteger sus derechos humanos y procurarles la educación básica obligatoria.


    Formalidades de las condiciones de trabajo


    24.- Las condiciones de trabajo deben hacerse constar por escrito cuando no existan contratos colectivos aplicables. Se harán dos ejemplares, por lo menos, de los cuales quedará uno en poder de cada parte.


    Comentario:


    Las condiciones generales de trabajo son el conjunto de elementos, prestaciones y derechos que se entregan a un trabajador para que pueda prestar sus servicios a cabalidad. Estos elementos están relacionados con la calidad, la seguridad, la higiene, el entorno de trabajo y otros factores que inciden en el bienestar y salud del subordinado.


    También están relacionadas con las obligaciones y observancia de las normas que se cumplirán durante la jornada de trabajo.


    Las condiciones mínimas de trabajo, previstas en la LFT son: jornada, salario, días de descanso, vacaciones, participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, seguridad e higiene, capacitación y adiestramiento.


    Debido a la importancia que éstas revisten, deben establecerse por escrito en los contratos individual o colectivo de trabajo.


    Antecedentes:


    El Derecho del trabajo nació ante el requerimiento inaplazable de garantizar a los trabajadores una vida digna. Con el transcurso del tiempo, las aspiraciones fueron evolucionando para otorgar a la clase trabajadora mejores condiciones laborales, tales como certidumbre en el empleo, salarios remuneradores, jornadas humanas, descansos y vacaciones.


    Contenido de los contratos de trabajo


    25.- El escrito en que consten las condiciones de trabajo deberá contener:


    l. Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil, Clave Unica de Registro de Población, Registro Federal de Contribuyentes y domicilio del trabajador y del patrón;


    II. Si la relación de trabajo es para obra o tiempo determinado, por temporada, de capacitación inicial o por tiempo indeterminado y, en su caso, si está sujeta a un periodo de prueba;


    III. El servicio o servicios que deban prestarse, los que se determinarán con la mayor precisión posible;


    IV. El lugar o los lugares donde deba prestarse el trabajo;


    V. La duración de la jornada;


    VI. La forma y el monto del salario;


    VII. El día y el lugar de pago del salario;


    VIII. La indicación de que el trabajador será capacitado o adiestrado en los términos de los planes y programas establecidos o que se establezcan en la empresa, conforme a lo dispuesto en esta ley; y


    IX. Otras condiciones de trabajo, tales como días de descanso, vacaciones y demás que convengan el trabajador y el patrón.


    Comentario:


    Con la reforma laboral publicada en el DOF el 30 de noviembre de 2012 se realizaron cambios importantes en las dos primeras fracciones de este precepto.


    En la fracción I, se agregó la obligación de incorporar en el contrato de trabajo la CURP y el RFC del trabajador y del patrón.


    La fracción II se modificó para diversificar las modalidades de contratación laboral, para incluir la relación de trabajo por temporada, la capacitación inicial y los periodos de prueba con el propósito de atender las circunstancias que privan en el mercado de trabajo.


    La pretensión fue generar las condiciones para que un mayor número de personas, principalmente jóvenes y mujeres, pudieran integrarse a puestos de trabajo en la economía formal.


    Desde luego, para evitar posibles abusos con el uso de estas nuevas figuras, se ha previsto que los contratos se celebren por escrito, que los periodos de prueba y los contratos de capacitación inicial sean improrrogables y que no puedan aplicarse dentro de una misma empresa o establecimiento al mismo trabajador, simultánea o sucesivamente, ni en más de una ocasión. De esta manera, los trabajadores que presten sus servicios bajo estas modalidades tendrán los mismos derechos y obligaciones como cualquier trabajador, en proporción al tiempo trabajado.


    Esta modificación permitirá al patrón conocer la aptitud, actitud y competencia de los trabajadores en un breve tiempo, y a éstos, apreciar si ese empleo cumple con sus expectativas.


    Imputación por la falta de contrato de trabajo


    26.- La falta del escrito a que se refieren los artículos 24 y 25 no priva al trabajador de los derechos que deriven de las normas de trabajo y de los servicios prestados, pues se imputará al patrón la falta de esa formalidad.


    Comentario:


    Sin duda, este precepto ratifica nuestros comentarios del artículo 20, pero también hay que destacar que en términos del artículo 1002 de la LFT, el hecho de no formalizar la relación de trabajo mediante el contrato propiciará la imposición de una sanción equivalente de 50 a 5000 el valor de la UMA.


    Lo anterior, con independencia de que en caso de controversia laboral, el trabajador afirme ante la JCA hechos falsos, que se tendrán por ciertos, ante la falta de probanza patronal.


    Labores a realizar


    27.- Si no se hubiese determinado el servicio o servicios que deban prestarse, el trabajador quedará obligado a desempeñar el trabajo que sea compatible con sus fuerzas, aptitudes, estado o condición y que sea del mismo género de los que formen el objeto de la empresa o establecimiento.


    Comentario:


    Otro de los beneficios de formalizar la relación de trabajo mediante el contrato, es la posibilidad de describir en el mismo documento el trabajo a realizar por el trabajador. Esto con independencia de realizar una descripción de puestos bien definida que sirva de apoyo para que en el contrato sólo se cite el nombre del puesto y se remita al documento referido.


    Normas a observar en la prestación de servicios subordinados fuera de la República Mexicana


    28.- En la prestación de los servicios de trabajadores mexicanos fuera de la República, contratados en territorio nacional y cuyo contrato de trabajo se rija por esta Ley, se observará lo siguiente:


    I. Las condiciones de trabajo se harán constar por escrito y contendrán además de las estipulaciones del artículo 25 de esta Ley, las siguientes:


    a) Indicar que los gastos de repatriación quedan a cargo del empresario contratante;


    b) Las condiciones de vivienda decorosa e higiénica que disfrutará el trabajador, mediante arrendamiento o cualquier otra forma;


    c) La forma y condiciones en las que se le otorgará al trabajador y de su familia, en su caso, la atención médica correspondiente; y


    d) Los mecanismos para informar al trabajador acerca de las autoridades consulares y diplomáticas mexicanas a las que podrá acudir en el extranjero y de las autoridades competentes del país a donde se prestarán los servicios, cuando el trabajador considere que sus derechos han sido menoscabados, a fin de ejercer la acción legal conducente;


    II. El patrón señalará en el contrato de trabajo domicilio dentro de la República para todos los efectos legales;


    III. El contrato de trabajo será sometido a la aprobación de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, la cual, después de comprobar que éste cumple con las disposiciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo lo aprobará.


    En caso de que el patrón no cuente con un establecimiento permanente y domicilio fiscal o de representación comercial en territorio nacional, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje fijará el monto de una fianza o depósito para garantizar el cumplimiento de las obligaciones contraídas. El patrón deberá comprobar ante la misma Junta el otorgamiento de la fianza o la constitución del depósito;


    IV. El trabajador y el patrón deberán anexar al contrato de trabajo la visa o permiso de trabajo emitido por las autoridades consulares o migratorias del país donde deban prestarse los servicios; y


    V. Una vez que el patrón compruebe ante la Junta que ha cumplido las obligaciones contraídas, se ordenará la cancelación de la fianza o la devolución del depósito que ésta hubiere determinado.


    Comentario:


    Estamos viviendo en una economía cada vez más globalizada, donde la migración de trabajadores, el comercio y los servicios trasnacionales están a la orden del día, de tal manera que ya era inminente la inclusión de la normatividad aplicable para los mecanismos de movilidad laboral en el exterior en la LFT.


    En efecto, la regulación de la prestación de servicios subordinados fuera de la República Mexicana es producto de la reforma laboral publicada en el DOF el 30 de noviembre de 2012, pero hay que tomar en cuenta que los requisitos descritos en este precepto son aplicables sólo cuando los trabajadores sean contratados en territorio nacional por patrones extranjeros con establecimiento permanente y domicilio fiscal o de representación comercial en territorio nacional, y en caso de que el patrón no reúna este último requisito, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje (JFCA) fijará la fianza o depósito que garantizará el cumplimiento de las obligaciones.


    Así, resulta de vital importancia el hecho de que los contratos por este tipo de trabajos sean sancionados por la mencionada JFCA y que los trabajadores tengan conocimiento de las autoridades consulares y diplomáticas mexicanas a las que podrá acudir en el extranjero en caso de violación de sus derechos laborales.


    Hay que comentar que estas reglas no aplican cuando los trabajadores toman la decisión de cruzar las fronteras por cuenta propia, en busca de trabajo en el extranjero, exponiéndose al abuso y a la pérdida de sus derechos laborales, de tal manera que antes de tomar una decisión de tal magnitud se recomienda consultar el portal del empleo, www.empleo.gob.mx, donde se pueden encontrar programas y alternativas de apoyo para la búsqueda de empleo, así como consejos para el desarrollo laboral y el conocimiento de capacidades personales. Esta información puede ayudar a los desempleados a obtener la ocupación que buscan.


    Normas para reclutar trabajadores mexicanos para empleo en el exterior mediante acuerdos entre los gobiernos mexicano y extranjeros


    28-A.- En el caso de trabajadores mexicanos reclutados y seleccionados en México, para un empleo concreto en el exterior de duración determinada, a través de mecanismos acordados por el gobierno de México con un gobierno extranjero, se atenderá a lo dispuesto por dicho acuerdo, que en todo momento salvaguardará los derechos de los trabajadores, conforme a las bases siguientes:


    I. Las condiciones generales de trabajo para los mexicanos en el país receptor serán dignas e iguales a las que se otorgue a los trabajadores de aquel país;


    II. Al expedirse la visa o permiso de trabajo por la autoridad consular o migratoria del país donde se prestará el servicio, se entenderá que dicha autoridad tiene conocimiento de que se establecerá una relación laboral entre el trabajador y un patrón determinado;
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